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LEY ESTATUTARIA 1618 DE 2013
(febrero 27)

por medio de la cual se establecen las disposiciones 
para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las  

personas con discapacidad.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I
OBJETO

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es 
garantizar y asegurar el ejercicio efectivo de los derechos 
de las personas con discapacidad, mediante la adopción 

razonables y eliminando toda forma de discriminación 
por razón de discapacidad, en concordancia con la Ley 
1346 de 2009. 

TÍTULO II
DEFINICIONES Y PRINCIPIOS

Artículo 2°. e niciones. Para efectos de la presente 

1. Personas con y/o en situación de discapacidad: 
-

tales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo 
que, al interactuar con diversas barreras incluyendo las 
actitudinales, puedan impedir su participación plena y 
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con 
las demás. 

2. Inclusión social: Es un proceso que asegura que 
todas las personas tengan las mismas oportunidades, y la 
posibilidad real y efectiva de acceder, participar, relacio-
narse y disfrutar de un bien, servicio o ambiente, junto 
con los demás ciudadanos, sin ninguna limitación o res-
tricción por motivo de discapacidad, mediante acciones 
concretas que ayuden a mejorar la calidad de vida de las 
personas con discapacidad. 

Políticas, medidas o accio-
nes dirigidas a favorecer a personas o grupos con algún 

desigualdades y barreras de tipo actitudinal, social, cul-
tural o económico que los afectan. 

4. Acceso y accesibilidad: Condiciones y medidas 
pertinentes que deben cumplir las instalaciones y los ser-
vicios de información para adaptar el entorno, productos 
y servicios, así como los objetos, herramientas y utensi-

discapacidad, en igualdad de condiciones, al entorno fí-
sico, el transporte, la información y las comunicaciones, 
incluidos los sistemas y las tecnologías de la información 
y las comunicaciones, tanto en zonas urbanas como rura-
les. Las ayudas técnicas se harán con tecnología apropia-
da teniendo en cuenta estatura, tamaño, peso y necesidad 
de la persona. 

5. Barreras: Cualquier tipo de obstáculo que impida 
el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con 
algún tipo de discapacidad. Estas pueden ser: 

a) Actitudinales: Aquellas conductas, palabras, fra-
ses, sentimientos, preconcepciones, estigmas, que impi-
den u obstaculizan el acceso en condiciones de igualdad 
de las personas con y/o en situación de discapacidad a los 
espacios, objetos, servicios y en general a las posibilida-
des que ofrece la sociedad;

 Aquellos obstáculos que impiden 

conocimiento y en general, el desarrollo en condiciones 
de igualdad del proceso comunicativo de las personas 
con discapacidad a través de cualquier medio o modo de 

comunicativa de las personas. 
c) Físicas: Aquellos obstáculos materiales, tangibles 

de espacios, objetos y servicios de carácter público y pri-
vado, en condiciones de igualdad por parte de las perso-
nas con discapacidad. 

6. Rehabilitación funcional: Proceso de acciones 
médicas y terapéuticas, encaminadas a lograr que las per-
sonas con discapacidad estén en condiciones de alcanzar 
y mantener un estado funcional óptimo desde el punto de 
vista físico, sensorial, intelectual, psíquico o social, de 
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más independientes. 
7. Rehabilitación integral: Mejoramiento de la ca-

lidad de vida y la plena integración de la persona con 
discapacidad al medio familiar, social y ocupacional, a 
través de procesos terapéuticos, educativos y formativos 
que se brindan acorde al tipo de discapacidad. 

8. Enfoque diferencial: Es la inclusión en las polí-
ticas públicas de medidas efectivas para asegurar que se 
adelanten acciones ajustadas a las características particu-
lares de las personas o grupos poblacionales, tendientes 
a garantizar el ejercicio efectivo de sus derechos acorde 

9. Redes nacionales y regionales de y para perso-
nas con discapacidad: Son estructuras sin personería 
jurídica, que agrupan las organizaciones de y para per-
sonas con discapacidad, que apoyan la implementación 
de la convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad. 

Parágrafo. Para efectos de la presente ley, adicional-

-
-

cidas en la Ley 1346 de 2009. 
Artículo 3°. Principios. La presente ley se rige por 

los principios de dignidad humana, respeto, autonomía 
individual, independencia, igualdad, equidad, Justicia, 

de oportunidades, protección, no discriminación, soli-
daridad, pluralismo, accesibilidad, diversidad, respeto, 
aceptación de las diferencias y participación de las per-
sonas con discapacidad, en concordancia con Ley 1346 
de 2009. 

Artículo 4°. Dimensión normativa. La presente ley se 
complementa con los pactos, convenios y convenciones 
internacionales sobre derechos humanos relativos a las 

Colombia. 
En ningún caso, por implementación de esta norma 

podrán restringirse o menoscabarse ninguno de los dere-
chos reconocidos en favor de las personas con discapa-
cidad, en la legislación interna o de convenciones inter-
nacionales. 

TÍTULO III
OBLIGACIONES DEL ESTADO Y LA SOCIEDAD
Artículo 5°. Garantía del ejercicio efectivo de todos 

los derechos de las personas con discapacidad y de su 
inclusión. Las entidades públicas del orden nacional, de-
partamental, municipal, distrital y local, en el marco del 
Sistema Nacional de Discapacidad, son responsables de 
la inclusión real y efectiva de las personas con discapa-
cidad, debiendo asegurar que todas las políticas, planes y 
programas, garanticen el ejercicio total y efectivo de sus 
derechos, de conformidad con el artículo 3° literal c), de 

deberán, entre otras, implementar las siguientes accio-
nes: 

1. Adoptar las medidas necesarias para dar cumpli-
miento a las obligaciones adquiridas, según el artículo 4° 
de la Ley 1346 de 2009. 

2. La Nación, los departamentos, distritos, munici-
pios y localidades, de acuerdo con sus competencias, así 
como todas las entidades estatales de todos los órdenes 
territoriales, incorporarán en sus planes de desarrollo 
tanto nacionales como territoriales, así como en los res-
pectivos sectoriales e institucionales, su respectiva polí-
tica pública de discapacidad, con base en la Ley 1145 de 

derechos de las personas con discapacidad, y así mismo, 
garantizar el acceso real y efectivo de las personas con 
discapacidad y sus familias a los diferentes servicios so-
ciales que se ofrecen al resto de ciudadanos. 

3. Asegurar que en el diseño, ejecución, seguimien-
to, monitoreo y evaluación de sus planes, programas y 
proyectos se incluya un enfoque diferencial que per-
mita garantizar que las personas con discapacidad se 

de equidad con las demás personas del respectivo plan, 
programa o proyecto. 

4. Incorporar en su presupuesto y planes de inversio-
nes, los recursos necesarios destinados para implemen-
tar los ajustes razonables que se requieran para que las 
personas con discapacidad puedan acceder a un determi-
nado bien o servicio social, y publicar esta información 
para consulta de los ciudadanos. 

5. Implementar mecanismos para mantener actualiza-
do el registro para la localización y caracterización de las 
personas con discapacidad, integrados en el sistema de 
información de la protección social, administrado por el 
Ministerio de Salud y Protección Social. 

6. Tomar las medidas tendientes a incentivar y orien-
tar las estrategias de cooperación internacional e inver-
sión social privada para generar programas y proyectos 
tendientes a mejorar las condiciones de las personas con 
discapacidad, así como en la implementación de ajustes 
razonables y acciones de inclusión social de las personas 
con discapacidad, bajo la coordinación de la agencia co-
lombiana de cooperación internacional o quien haga sus 
veces. 

7. Implementar los mecanismos necesarios para ga-
rantizar la participación plena de las personas con dis-
capacidad en la formulación de las diferentes políticas 
públicas. 

8. Todos los Ministerios, en concordancia con la 
directriz del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
y el Departamento Nacional de Planeación, elabora-
rán un plan interinstitucional en un término no mayor 
a dos (2) años en el que, se determinen los recursos 
requeridos para la protección de los derechos de las 
personas con discapacidad. El Gobierno Nacional 
apropiará los recursos necesarios en concordancia con 
el Acto Legislativo número 03 de 2011. 

9. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el 
Departamento Nacional de Planeación, elaborarán anual-
mente los estudios económicos requeridos que permitan 

-
no plazo, los montos de los recursos necesarios a incluir 
dentro del presupuesto nacional destinados al cumpli-
miento de las políticas, planes, programas y proyectos 
que garanticen el ejercicio total y efectivo de los dere-
chos de las personas con discapacidad. En concordan-
cia con las obligaciones adquiridas por Colombia en los 
numerales 1° literal a, y 2°, del artículo 4°, Ley 1346 de 
2009. 

10. Las entidades públicas del orden nacional, de-
partamental, municipal, distrital y local incluirán en sus 
presupuestos anuales, en forma progresiva, en el marco 

efectivas las acciones contenidas en favor del ejercicio 
de los derechos de las personas con discapacidad. 

11. El Ministerio del Interior, el Ministerio de Co-
mercio, Industria y Turismo, y el Ministerio de Trabajo, 
o quienes hagan sus veces dispondrán los mecanismos 
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necesarios para la integración de un Consejo para la In-
clusión de la Discapacidad. 

12. El Departamento Nacional de Planeación (DNP) 
adoptará las medidas pertinentes para que cuando las fa-
milias tengan una o varias personas con discapacidad, el 

el registro de estos grupos familiares en el Sisbén y en 
consecuencia el acceso a los programas sociales. 

13. Las administraciones territoriales deben incluir en 
sus planes de desarrollo acciones para fortalecer el Re-
gistro de Localización y Caracterización de las Personas 
con Discapacidad (Rlcpcd), integrado al Sistema de In-
formación de la Protección Social (Sispro), e incorporar 
la variable discapacidad en los demás sistemas de protec-
ción social y sus registros administrativos. 

Artículo 6°. Deberes de la sociedad. Son deberes de 
la familia, las empresas privadas, las organizaciones no 
gubernamentales, los gremios y la sociedad en general: 

1. Integrar las veedurías locales y municipales. 
2. Las empresas, los gremios, las organizaciones no 

gubernamentales, las Cámaras de Comercio, los sindica-
tos y organizaciones de personas con discapacidad, inte-
grarán el Consejo para la Inclusión de la Discapacidad, 
que para el efecto se crea en el numeral 11 del artículo 
5°.

ejercicio de los derechos y la inclusión de las personas 
con discapacidad. 

3. Promover, difundir, respetar y visibilizar el ejer-
cicio efectivo de todos los derechos de las personas con 
discapacidad. 

4. Asumir la responsabilidad compartida de evitar y 
eliminar barreras actitudinales, sociales, culturales, fí-
sicas, arquitectónicas, de comunicación, y de cualquier 
otro tipo, que impidan la efectiva participación de las 
personas con discapacidad y sus familias. 

5. Participar en la construcción e implementación de 
las políticas de inclusión social de las personas con dis-
capacidad. 

6. Velar por el respeto y garantía de los derechos de 
las personas con discapacidad. 

7. Denunciar cualquier acto de exclusión, discrimina-
ción o segregación contra las personas con discapacidad. 

TÍTULO IV
MEDIDAS PARA LA GARANTÍA DEL EJERCICIO 

EFECTIVO DE LOS DERECHOS  
DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

Artículo 7°. Derechos de los niños y niñas con dis-
capacidad. De acuerdo con la Constitución Política, la 
Ley de Infancia y Adolescencia, el artículo 7° de la Ley 
1346 de 2009, todos los niños y niñas con discapacidad 
deben gozar plenamente de sus derechos en igualdad de 
condiciones con los demás niños y niñas. Para garantizar 
el ejercicio efectivo de los derechos de los niños y niñas 
con discapacidad, el Gobierno Nacional, los Gobiernos 
departamentales y municipales, a través de las instancias 
y organismos responsables, deberán adoptar las siguien-
tes medidas: 

1. Integrar a todas las políticas y estrategias de aten-
ción y protección de la primera infancia, mecanismos es-
peciales de inclusión para el ejercicio de los derechos de 
los niños y niñas con discapacidad. 

2. Establecer programas de detección precoz de dis-
capacidad y atención temprana para los niños y niñas que 

durante la primera infancia tengan alto riesgo para adqui-
rir una discapacidad o con discapacidad. 

3. Las Direcciones Territoriales de Salud, Seccionales 
de Salud de cada departamento, distritos y municipios, 
establecerán programas de apoyo y orientación a madres 
gestantes de niños o niñas con alto riesgo de adquirir una 
discapacidad o con discapacidad; que les acompañen en 
su embarazo, desarrollando propuestas de formación en 
estimulación intrauterinas, y acompañamiento durante la 
primera infancia. 

4. Todos los Ministerios y entidades del Gobierno Na-
cional, garantizarán el servicio de habilitación y rehabi-
litación integral de los niños y niñas con discapacidad de 
manera que en todo tiempo puedan gozar de sus derechos 
y estructurar y mantener mecanismos de orientación y 
apoyo a sus familias. 

5. El Ministerio de Educación o quien haga sus veces 
establecerá estrategias de promoción y pedagogía de los 
derechos de los niños y niñas con discapacidad. 

6. El Ministerio de Educación diseñará los programas 
tendientes a asegurar la educación inicial inclusiva perti-
nente de los niños y niñas con discapacidad en las escue-
las, según su diversidad. 

Artículo 8°. Acompañamiento a las familias. Las 
medidas de inclusión de las personas con discapacidad 
adoptarán la estrategia de Rehabilitación Basada en la 
Comunidad (RBC) integrando a sus familias y a su co-
munidad en todos los campos de la actividad humana, 
en especial a las familias de bajos recursos, y a las fami-
lias de las personas con mayor riesgo de exclusión por su 
grado de discapacidad, en concordancia con el artículo 
23 de Ley 1346 de 2009, para lo cual se adoptarán las 
siguientes medidas: 

1. Las entidades nacionales, departamentales, mu-
nicipales, distritales y locales competentes, así como 
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 
deberán apoyar programas orientados a desarrollar las 
capacidades de la persona, la familia y la comunidad en 

producen discapacidad. 
2. Las entidades nacionales, departamentales, mu-

nicipales, distritales y locales competentes, así como el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), de-
berán establecer programas de apoyo y acompañamiento 
a las familias de las personas con discapacidad, que debe 
articularse con otras estrategias de inclusión, desarrollo 
social y de superación de la pobreza.

3. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF), o el ente que haga sus veces, deberá establecer 
programas de apoyo y formación a los cuidadores, re-
lacionados con el cuidado de las personas con discapa-
cidad, en alianza con el SENA y demás instancias que 
integran el sistema nacional de discapacidad. 

4. Implementar estrategias de apoyo y fortalecimiento 
a familias y cuidadores con y en situación de discapaci-
dad para su adecuada atención, promoviendo el desarro-
llo de programas y espacios de atención para las personas 
que asumen este compromiso.

5. En los planes, programas y proyectos de coopera-
ción nacional e internacional que sean de interés de la 
población con discapacidad concertados con el gobierno, 
se incluirá la variable de discapacidad y atención integral 
a sus familias, para garantizar el ejercicio efectivo de sus 
derechos. 

Artículo 9°. Derecho a la habilitación y rehabilita-
ción integral. Todas las personas con discapacidad tienen 
derecho a acceder a los procesos de habilitación y reha-
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bilitación integral respetando sus necesidades y posibi-

la máxima autonomía e independencia, en su capacidad 
física, mental y vocacional, así como la inclusión y par-
ticipación plena en todos los aspectos de la vida. Para 
garantizar el ejercicio efectivo del derecho a la habili-
tación y rehabilitación, se implementarán las siguientes 
acciones: 

1. La Comisión de Regulación en Salud (CRES), de-
-

guridad Social y Salud (SGSSS) incorpore dentro de los 

de los servicios de habilitación y rehabilitación integral, 
a partir de estudios de costo y efectividad que respalden 
la inclusión. Para la garantía de este derecho se inclui-
rán distintas instituciones como el Ministerio de Cultura, 
el Ministerio de Salud y Protección Social, Artesanías 
de Colombia, el Sena, y los distintos Ministerios según 
ofrezcan alternativas y opciones terapéuticas. 

2. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien 
haga sus veces, asegurará que la prestación de estos ser-
vicios se haga con altos estándares de calidad, y sistemas 
de monitoreo y seguimiento correspondientes. 

3. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien 

alianza con la Superintendencia Nacional de Salud y 
otros organismos de control, esquemas de vigilancia, 
control y sanción a los prestadores de servicios que no 
cumplan con los lineamientos de calidad o impidan o li-
miten el acceso a las personas con discapacidad y sus 
familias. 

4. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien 
haga sus veces, asegurará la coordinación y articulación 
entre los diferentes sectores involucrados en los procesos 
de habilitación y rehabilitación integral, y entre las enti-
dades del orden nacional y local, para el fortalecimiento 
de los procesos de habilitación y rehabilitación funcional 
como insumo de un proceso integral, intersectorial (cul-
tura, educación, recreación, deporte, etc.).

5. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien 
haga sus veces, garantizará que las entidades prestadoras 
de salud implementen servicios de asistencia domicilia-
ria, residencial y otros servicios de apoyo de la comu-
nidad, incluida la asistencia personal que sea necesaria 
para facilitar su vida digna y su inclusión en la comuni-
dad, evitando su aislamiento. 

6. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien 
haga sus veces, implementará servicios nacionales y lo-
cales de atención e información a los usuarios con disca-
pacidad y sus familias. 

7. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien 
haga sus veces, asegurará que las entidades públicas y 
privadas que presten servicios de salud, implementen 
programas y servicios de detección y atención integral 
temprana de la discapacidad a las características físicas, 
sensoriales, mentales y otras que puedan producir disca-
pacidad. 

8. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien 
haga sus veces, regulará la dotación, fabricación, mante-
nimiento o distribución de prótesis, y otras ayudas técni-

-
cias de las personas con discapacidad, sin ninguna exclu-
sión, incluidos zapatos ortopédicos, plantillas, sillas de 
ruedas, medias con grandiente de presión o de descanso 
y fajas. 

9. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien 
haga sus veces, garantizará la rehabilitación funcional de 

las personas con Discapacidad cuando se haya estableci-
do el procedimiento requerido, sin el pago de cuotas mo-
deradoras o copagos, en concordancia con los artículos 
65 y 66 de la Ley 1438 de 2011. 

10. El Ministerio de Salud y Protección Social o quien 
haga sus veces establecerán los mecanismos tendientes a 
garantizar la investigación y la prestación de la atención 
terapéutica requerida integrando ayudas técnicas y tec-
nológicas a la población con discapacidad múltiple. 

Artículo 10. Derecho a la salud. Todas las personas 
con discapacidad tienen derecho a la salud, en concor-
dancia con el artículo 25 de la Ley 1346 de 2009. Para 
esto se adoptarán las siguientes medidas: 

1. El Ministerio de Salud y Protección Social, o quien 
haga sus veces, deberá: 

a) Asegurar que el Sistema General de Salud en sus 
planes obligatorios, Plan Decenal de Salud, Planes Te-
rritoriales en Salud, y en el Plan de Salud Pública de 
Intervenciones Colectivas, garantice la calidad y presta-
ción oportuna de todos los servicios de salud, así como 
el suministro de todos los servicios y ayudas técnicas de 
alta y baja complejidad, necesarias para la habilitación y 
rehabilitación integral en salud de las personas con dis-
capacidad con un enfoque diferencial, y desarrollo de sus 
actividades básicas cotidianas; 

b) Asegurar que los programas de salud pública es-
tablezcan acciones de promoción de los derechos de las 
personas con discapacidad desde la gestación, así como 
el desarrollo de estrategias de prevención de factores de 
riesgo asociados a la discapacidad que no afecten la ima-
gen y la dignidad de las personas que ya se encuentran 
en dicha situación; 

c) Asegurar que los programas de salud sexual y re-
productiva sean accesibles a las personas con discapa-
cidad; 

d) Desarrollar políticas y programas de promoción y 
prevención en salud mental y atención psicosocial para 
la sociedad; 

e) Promover el sistema de registro de localización y 
caracterización de las personas con discapacidad y sus 
familias, e incorporar la variable discapacidad en los de-
más sistemas de protección social y sus registros admi-
nistrativos; 

f) Asegurar que el Sistema de Prevención y Atención 
de Desastres y Ayuda Humanitaria, diseñe lineamientos 
y acciones de atención para asistir en igualdad de condi-
ciones a las personas con discapacidad en situaciones de 
desastres y emergencia humanitaria; 

g) En el marco del Plan Decenal de Salud adoptará 
medidas tendientes a prevenir la discapacidad congénita, 
lesiones y accidentes; 

h) Las direcciones departamentales, distritales y mu-
nicipales de salud, en sus planes de desarrollo de salud y 
salud pública, incluirán un capítulo en lo relacionado con 
la discapacidad.

2. Las Entidades Prestadoras de Servicios de Salud 
deberán: 

a) Garantizar la accesibilidad e inclusión de las per-
sonas con discapacidad en todos sus procedimientos, lu-
gares y servicios; 

b) Deberán establecer programas de capacitación a 
sus profesionales y empleados para favorecer los proce-
sos de inclusión de las personas con discapacidad; 

c) Garantizar los servicios de salud en los lugares más 
cercanos posibles a la residencia de la persona con dis-
capacidad, incluso en las zonas rurales, o en su defecto, 
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facilitar el desplazamiento de las personas con discapaci-
dad y de su acompañante; 

d) Establecer programas de atención domiciliaria 
para la atención integral en salud de las personas con dis-
capacidad; 

e) Eliminar cualquier medida, acción o procedimien-
to administrativo o de otro tipo, que directa o indirecta-

personas con discapacidad; 
f) Brindar la oportunidad de exámenes médicos que 

permitan conocer el estado del feto en sus tres primeros 
meses de embarazo, a madres de alto riesgo, entendien-
do por alto riesgo madres o padres con edad cronológica 
menor a 17 años o mayor a 40 años. Madres o padres con 
historia clínica de antecedentes hereditarios o en situa-
ciones que el médico tratante lo estime conveniente. 

3. La Superintendencia Nacional de Salud, las direc-
ciones territoriales de Salud y los entes de control, de-
berán estipular indicadores de producción, calidad, ges-
tión e impacto que permite medir, hacer seguimiento a la 
prestación de los servicios de salud, a los programas de 

y ofrezcan para las personas con discapacidad e incorpo-
rar en el Programa de Auditorías para el Mejoramiento 
de la Calidad (Pamec), los indicadores de discapacidad y 
de esta forma asegurar la calidad en la prestación de los 
servicios de salud por parte de las entidades responsa-
bles, y sancionar cualquier acción u omisión que impida 

La Superintendencia Nacional de Salud, las Secreta-
rías de Salud y los entes de control, deberán asegurar la 
calidad en la prestación de los servicios de salud por par-
te de las entidades responsables, y sancionar cualquier 

personas con discapacidad. 
Artículo 11. Derecho a la educación. El Ministerio 

-
rá el esquema de atención educativa a la población con 
necesidades educativas especiales, fomentando el acceso 
y la permanencia educativa con calidad, bajo un enfo-
que basado en la inclusión del servicio educativo. Para 

-
rá los acuerdos interinstitucionales que se requieren con 
los distintos sectores sociales, de manera que sea posible 
garantizar atención educativa integral a la población con 
discapacidad. 

1. En consecuencia, el Ministerio de Educación de-
berá, en lo concerniente a la educación preescolar básica 
y media: 

a) Crear y promover una cultura de respeto a la diver-
sidad desde la perspectiva de los niños, niñas y jóvenes 
con necesidades educativas especiales, como sujetos de 

-
-

vados; 
b) Garantizar el derecho de los niños, niñas y jóvenes 

con necesidades educativas especiales a una educación 

seres humanos, ciudadanos con valores éticos, respetuo-
sos de lo público, que ejercen los derechos humanos y 
conviven en paz. Una educación que genera oportuni-
dades legítimas de progreso y prosperidad para ellos y 
para el país. Una educación competitiva, que contribuye 
a cerrar brechas de inequidad, centrada en la Institución 

-
cativa con calidad para las personas con discapacidad, y 
los lineamientos en el marco de la inclusión; 

d) Garantizar la asignación de recursos para la aten-
ción educativa a las personas con discapacidad, de con-
formidad con lo establecido por la Ley 715 de 2001, el 
Decreto número 366 de 2009 o las normas que lo susti-
tuyan; 

e) En el marco de la Comisión Intersectorial para la 
Atención Integral a la Primera Infancia, desarrollar Pro-
gramas de Atención Integral a la Primera Infancia (AIPI) 
que promuevan la inclusión, así como los pertinentes 
procesos de detección, intervención y apoyos pedagó-
gicos relacionados con el desarrollo de los niños y las 
niñas. En este marco, se deben promover programas de 
educación temprana que tengan como objetivo desarro-
llar las habilidades de los niños y niñas con discapacidad 
en edad preescolar, de acuerdo con sus necesidades es-

f) Diseñar en el término de dos (2) años a partir de 
la entrada en vigencia de la presente Ley un programa 
intersectorial de desarrollo y asistencia para las familias 
de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes con discapa-
cidad; 

para la implementación de las estrategias para el acceso 
y la permanencia educativa con calidad para las personas 
con discapacidad, en el marco de la inclusión, tanto para 
las personas en edad escolar, como para los adultos; 

h) Realizar seguimiento a la implementación de las 
estrategias para el acceso y la permanencia educativa con 
calidad para las personas con discapacidad, en el marco 
de la inclusión, tanto para las personas en edad escolar, 
como para los adultos. 

i) Asegurar en todos los niveles y modalidades del 
servicio público educativo, que todos los exámenes y 
pruebas desarrollados para evaluar y medir la calidad y, 
cobertura, entre otros, así como servicios públicos o ele-
mentos análogos sean plenamente accesibles a las perso-
nas con discapacidad; 

j) Incluir dentro del programa nacional de alfabetiza-
ción metas claras para la reducción del analfabetismo de 
jóvenes, adultas y adultos con discapacidad, para garan-
tizar su inclusión, teniendo presente la importancia que 
tiene para la educación de los niños y las niñas que pa-
dres y madres sepan leer y escribir; 

k) Garantizar la enseñanza primaria gratuita y obliga-
toria de la educación secundaria, así como asegurar que 
los jóvenes y adultos con discapacidad tengan acceso ge-
neral a la educación superior, la formación profesional, 
la educación para adultos, la educación para el trabajo y 
el aprendizaje durante toda la vida, sin discriminación y 
en igualdad de condiciones con las demás; en todo caso 
las personas con discapacidad que ingresen a una uni-
versidad pública pagarán el valor de matrícula mínimo 
establecido por la institución de educación superior; 

-
ción deberán: 

a) Promover una movilización social que reconozca a 
los niños y jóvenes con discapacidad como sujetos de la 
política y no como objeto de la asistencia social. Los ni-
ños, niñas y adolescentes con discapacidad tienen todos 
los derechos de cualquier ser humano y, además, algunos 
derechos adicionales establecidos para garantizar su pro-
tección; 

b) Fomentar en sus establecimientos educativos una 
cultura inclusiva de respeto al derecho a una educación 
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de calidad para las personas con discapacidad que desa-
rrolle sus competencias básicas y ciudadanas; 

c) Orientar y acompañar a los establecimientos edu-

el acceso, permanencia y calidad del sistema educativo 
de los niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas 
especiales de su entorno; 

d) Orientar y acompañar a sus establecimientos edu-

su organización escolar y su proyecto pedagógico para 
superar las barreras que impiden el acceso y la perma-
nencia con calidad para las personas con discapacidad, 
en el marco de la inclusión. 

e) Garantizar el personal docente para la atención 
educativa a la población con discapacidad, en el marco 
de la inclusión, así como fomentar su formación, capa-
citación permanente, de conformidad con lo establecido 
por la normatividad vigente; 

f) Emprender o promover la investigación y el desa-
rrollo, y promover la disponibilidad y el uso de nuevas 
tecnologías, incluidas las tecnologías de la información 
y las comunicaciones, ayudas para la movilidad, disposi-
tivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para las 
personas con discapacidad; 

g) Garantizar el adecuado uso de los recursos para 
la atención educativa a las personas con discapacidad y 
reportar la información sobre uso de dichos recursos, de 
conformidad con lo dispuesto por el Ministerio de Edu-
cación Nacional; 

h) Reportar la información sobre atención educativa 
a personas con discapacidad en el Sistema Nacional de 
Información de Educación, de conformidad con lo dis-
puesto por el Ministerio de Educación Nacional; 

i) Fomentar la prevención sobre cualquier caso de ex-
clusión o discriminación de estudiantes con discapacidad 
en los establecimientos educativos estatales y privados;

j) Proveer los servicios de apoyo educativo necesa-
rios para la inclusión en condiciones de igualdad de las 
personas con discapacidad. Estos servicios incluyen, 
entre otros: intérpretes, guías-intérpretes, modelos lin-
güísticos, personal de apoyo, personal en el aula y en la 
institución.

3. Los establecimientos educativos estatales y priva-
dos deberán: 

susceptibles de atención integral para garantizar su acce-
so y permanencia educativa pertinente y con calidad en 
el marco de la inclusión y conforme a los lineamientos 
establecidos por la Nación; 

permanencia y el derecho a una educación de calidad a 
personas con necesidades educativas especiales; 

c) Ajustar los planes de mejoramiento institucionales 
para la inclusión, a partir del índice de inclusión y de 
acuerdo con los lineamientos que el Ministerio de Edu-
cación Nacional establezca sobre el tema; 

d) Realizar seguimiento a la permanencia educativa 
de los estudiantes con necesidades educativas especiales 
y adoptar las medidas pertinentes para garantizar su per-
manencia escolar; 

e) Reportar la información sobre atención educativa 
a personas con discapacidad en el sistema nacional de 
información de educación, de conformidad con lo dis-
puesto por el Ministerio de Educación Nacional; 

f) Implementar acciones de prevención sobre cual-
quier caso de exclusión o discriminación de estudiantes 

con discapacidad en los establecimientos educativos es-
tatales y privados; 

g) Contemplar en su organización escolar tiempos y 
espacios que estimulen a los miembros de la comunidad 
educativa a emprender o promover la investigación y 
el desarrollo, y promover la disponibilidad y el uso de 
nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones, ayudas para la movilidad, 
dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas 
para las personas con discapacidad; 

h) Propender por que el personal docente sea idóneo y 

social, así como fomentar su formación y capacitación 
permanente; 

i) Adaptar sus currículos y en general todas las prác-
ticas didácticas, metodológicas y pedagógicas que desa-
rrollen para incluir efectivamente a todas las personas 
con discapacidad.

4. El Ministerio de Educación Nacional deberá, en re-
lación con la educación superior: 

a) Consolidar la política de educación inclusiva y 
equitativa conforme al artículo 24 de la Convención de 
Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, la ley general de educación y los linea-
mientos de educación para todos de la Unesco; 

b) Diseñar incentivos para que las instituciones de 
Educación Superior destinen recursos humanos y recur-
sos económicos al desarrollo de investigaciones, progra-
mas, y estrategias para desarrollar tecnologías inclusivas 
e implementar el diseño universal de manera gradual; 

c) Asegurar en todos los niveles y modalidades del 
servicio público educativo, que todos los exámenes y 
pruebas desarrollados para evaluar y medir la calidad y, 
cobertura, entre otros, así como servicios públicos o ele-
mentos análogos sean plenamente accesibles a las perso-
nas con discapacidad; 

d) El Ministerio de Educación Nacional acorde con 
el marco legal vigente, incorporará criterios de inclusión 
educativa de personas con discapacidad y accesibilidad 
como elementos necesarios dentro de las estrategias, me-

-
nes de calidad de la educación superior; 

e) Incentivar el diseño de programas de formación 
de docentes regulares, para la inclusión educativa de la 

enseñanza a todas las personas con discapacidad, que 
cumplan con estándares de calidad; 

f) Asegurar, dentro del ámbito de sus competencias, 
a las personas con discapacidad el acceso, en condicio-
nes de equidad con las demás y sin discriminación, a una 
educación superior inclusiva y de calidad, incluyendo su 
admisión, permanencia y promoción en el sistema edu-
cativo, que facilite su vinculación productiva en todos 
los ámbitos de la sociedad; en todo caso las personas 
con discapacidad que ingresen a una universidad pública 
pagarán el valor de matrícula mínimo establecido por la 
institución de educación superior; 

g) Las instituciones de educación superior en cum-
plimiento de su misión institucional, en armonía con su 
plan de desarrollo propugnarán por aplicar progresiva-
mente recursos de su presupuesto para vincular recursos 
humanos, recursos didácticos y pedagógicos apropiados 
que apoyen la inclusión educativa de personas con dis-
capacidad y la accesibilidad en la prestación del servicio 
educativo de calidad a dicha población; 

h) El Ministerio de Educación Nacional mediante el 
concurso de las instancias y organismos que participan 
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que se incluyan propuestas de actividad física, la edu-
cación física, la recreación y el entrenamiento deportivo 
para las personas con discapacidad; 

i) Las instituciones de educación superior deberán 
promover la sensibilización y capacitación de los licen-
ciados y maestros en todas las disciplinas y la inclusión 
del tema de discapacidad en todos los currículos desde 
un enfoque intersectorial; 

-

y a distancia, de los directivos y docentes de todos los 
niveles educativos y de otros profesionales vinculados a 
la temática de la discapacidad, que favorezcan la formu-
lación y el normal desarrollo de las políticas de inclusión, 
con énfasis en el respeto de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales, como parte del plan territorial 
de formación docente; 

-
cución de programas educativos que utilicen las nuevas 
tecnologías de la información y las comunicaciones, para 
garantizar la alfabetización digital de niños, niñas y jóve-

acceso a las oportunidades de aprendizaje, en particular 
en las zonas rurales, alejadas y desfavorecidas; 

Artículo 12. Derecho a la protección social. Las per-
sonas con discapacidad tienen derecho a la protección 
social especial del Estado, en concordancia con el artícu-
lo 28 de la Ley 1346 de 2009. Para la garantía del ejer-
cicio total y efectivo del derecho a la protección social, 
el Ministerio de Trabajo o quien haga sus veces, y demás 
autoridades competentes, adoptarán entre otras, las si-
guientes medidas: 

1. Establecer mecanismos que favorezcan la formali-
zación del empleo de las personas con discapacidad, así 
como programas de aseguramiento en riesgos laborales 
y no laborales. 

2. Establecer programas de apoyo y acompañamiento 
a las madres y padres de personas con discapacidad des-
de la gestación, y durante los primeros 2 años de vida de 
la niña y el niño. 

3. Las entidades territoriales competentes y el Institu-
to Colombiano de Bienestar Familiar, (ICBF), o el ente 
que haga sus veces, deberán establecer y/o fortalecer, un 
programa de apoyo y acompañamiento a las familias de 
las personas con discapacidad, debidamente articulado 
con otros programas o estrategias de inclusión, desarro-
llo social y de superación de la pobreza. 

4. Asegurar que los sistemas, servicios y programas 
de bienestar, protección y promoción social y compen-
sación familiar incluyan mecanismos especiales para la 
inclusión de las personas con discapacidad y la promo-
ción de sus derechos, y además establezcan mecanismos 
de seguimiento.

5. Las entidades territoriales competentes, y el Insti-
tuto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) o el ente 
que haga sus veces, deberán ajustar y establecer progra-
mas de apoyo, acompañamiento y formación a las fami-
lias de las personas con discapacidad, y a las redes de 
apoyo de las personas con discapacidad, en alianza con 
el SENA y demás entidades competentes. 

Artículo 13. Derecho al trabajo. Todas las personas 
con discapacidad tienen derecho al trabajo. Para garan-
tizar el ejercicio efectivo del derecho al trabajo de las 
personas con discapacidad, en términos de igualdad de 
oportunidades, equidad e inclusión, en concordancia con 

el artículo 27 de la Ley 1346 de 2009, el Ministerio de 
Trabajo o quien haga sus veces y demás entidades com-
petentes establecerán entre otras, las siguientes medidas: 

1. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacional 
de Planeación o de quienes hagan sus veces, expedirá 
el decreto reglamentario que establezca una puntuación 
adicional en los procesos de licitación pública, concurso 
de méritos y contratación directa, para las empresas que 
en su planta de personal tengan personas con discapaci-
dad contratadas con todas las exigencias y garantías le-
galmente establecidas, y para las empresas de personas 
con discapacidad, familiares y tutores. 

2. El Ministerio de Trabajo o quien haga sus veces 
deberá: 

a) Garantizar la capacitación y formación al trabajo 
de las personas con discapacidad y sus familias, teniendo 
en cuenta la oferta laboral del país; 

b) Fortalecer el programa de ubicación laboral de 
las personas con discapacidad, mediante estrategias de 
promoción direccionadas hacia el sector empresarial, in-
centivando además los servicios de apoyo de acompaña-
miento a las empresas; 

c) Desarrollar planes y programas de inclusión labo-

que por su discapacidad severa o discapacidad múltiple, 
no puedan ser fácilmente incluidos por el mercado labo-
ral, o vinculados en sistemas de producción rentables o 

protegidas o asistidas de generación de ingresos o em-
pleo que garanticen en cualquiera de las formas ingresos 
dignos y en las condiciones de seguridad social que co-
rrespondan, y permitiendo a sus cuidadoras y cuidadores, 
y sus familias, las posibilidades de intervenir en estos 
procesos; 

d) Fomentar la creación y fortalecimiento de unida-
des productivas, por medio de capacitación técnica y 

casos en que los solicitantes sean personas con discapaci-
dad y/o sus familias, con una baja tasa de interés, apoyo 
con tecnologías de la información y la comunicación, y 
diseño de páginas web para la difusión de sus productos, 
dando prelación a la distribución, venta y adquisición de 
sus productos por parte de las entidades públicas; 

e) Incentivar el desarrollo de negocios inclusivos y 
fortalecer el emprendimiento y crecimiento empresarial 
de las entidades que propenden por la independencia y 
superación de la población con discapacidad, mediante 
programas de intermediación de mercados que potencien 
la producción, la comercialización o venta de servicios 

f) En coordinación con el departamento administrati-
vo de la función pública, asegurar que el Estado a través 
de todos los órganos, organismos y entidades de los ni-
veles nacional, departamental, distrital y municipal, en 
los sectores central y descentralizado, deberá vincular un 
porcentaje de personas con discapacidad dentro de los 
cargos existentes, el cual deberá ser publicado al comien-

población con discapacidad. 
3. El Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, de-

berá: 
a) Asegurar la inclusión efectiva de las personas con 

discapacidad a todos sus programas y servicios de la en-
tidad, además garantizar su acceso a los diferentes servi-
cios de apoyo pedagógico;
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b) Garantizar la prestación del servicio de intérpretes 
de lengua de señas y guías intérpretes, para la población 
con discapacidad auditiva y sordoceguera, y ayudas tec-
nológicas para las personas con discapacidad visual, así 

con discapacidad intelectual;
c) Garantizar asesoría y acompañamiento a los em-

presarios que deseen contratar personas con discapaci-
dad;

d) Asegurar la capacitación y formación al trabajo de 
las personas con discapacidad teniendo en cuenta la ofer-
ta laboral del país;

e) Fortalecer el Servicio Nacional de Empleo SNE de 

de las personas con discapacidad mediante estrategias de 
promoción direccionadas hacia el sector empresarial;

f) Otorgar títulos de formación profesional en dife-
rentes áreas, a partir del reconocimiento de los procesos 
formativos que realizan las organizaciones de y para per-
sonas con discapacidad, que cumplan con los requisitos 
establecidos por esta entidad;

de evaluación de competencias en diferentes áreas, que 
permitan a las personas con discapacidad adquirir una 

experiencia;
4. El Fondo Nacional de Ahorro o quien hagas sus 

veces, otorgará créditos de vivienda y educación para las 
personas con discapacidad, con una tasa de interés prefe-
rencial. El Fondo reglamentará la materia.

5. El Banco de Comercio Exterior de Colombia, 
Bancóldex, creará líneas de crédito con tasas de interés 
blandas, para los emprendimientos económicos o de las 
empresas en que sean titulares las personas con discapa-
cidad en el 20%.

6. Los empresarios y empleadores que vinculen labo-
ralmente personas con discapacidad, tendrán además de 
lo establecido en el capítulo IV de la Ley 361 de 1997, 
los estímulos económicos que establezca el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, de conformidad al artículo 
27 numeral 1 literales h), i) de la Ley 1346 de 2009.

7. El Gobierno Nacional deberá implementar median-
te Decreto reglamentario un sistema de preferencias a 
favor de los empleadores particulares que vinculen labo-

-
cadas, en un porcentaje mínimo del 10% de su planta de 
trabajadores. Tal sistema de preferencias será aplicable a 
los procesos de adjudicación y celebración de contratos, 
y al otorgamiento de créditos o subvenciones de organis-
mos estatales.

8. Los gobiernos nacional, departamentales, distrita-
-

mentario, en los procesos de selección de los contratistas 
y proveedores, un sistema de preferencias a favor de las 
personas con discapacidad.

Artículo 14. Acceso y accesibilidad. Como manifes-
tación directa de la igualdad material y con el objetivo de 
fomentar la vida autónoma e independiente de las perso-
nas con discapacidad, las entidades del orden nacional, 
departamental, distrital y local garantizarán el acceso de 
estas personas, en igualdad de condiciones, al entorno fí-
sico, al transporte, a la información y a las comunicacio-
nes, incluidos los sistemas y tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, el espacio público, los bienes 
públicos, los lugares abiertos al público y los servicios 
públicos, tanto en zonas urbanas como rurales. Para ga-
rantizarlo se adoptarán las siguientes medidas:

1. Corresponde a las entidades públicas y privadas 
encargadas de la prestación de los servicios públicos, de 
cualquier naturaleza, tipo y nivel, desarrollar sus funcio-
nes, competencias, objetos sociales, y en general, todas 
las actividades, siguiendo los postulados del diseño uni-
versal, de manera que no se excluya o limite el acceso en 
condiciones de igualdad, en todo o en parte, a ninguna 
persona en razón de su discapacidad. Para ello, dichas 

los ajustes razonables que sean necesarios para cumplir 

2. El servicio público del transporte deberá ser acce-
sible a todas las personas con discapacidad. Todos los 
sistemas, medios y modos en que a partir de la promul-
gación de la presente ley se contraten deberán ajustarse a 
los postulados del diseño universal.

Aquellos que funcionan actualmente deberán adop-
tar planes integrales de accesibilidad que garanticen un 
avance progresivo de estos postulados, de manera que 
en un término de máximo 10 años logren niveles que 
superen el 80% de la accesibilidad total. Para la imple-
mentación de ajustes razonables deberán ser diseñados, 

prestación directa del servicio. 
3. Las entidades municipales y distritales, con el apo-

yo del gobierno departamental y nacional, y respetando 
la autonomía de cada región, deberán diseñar, en un tér-
mino no mayor a 1 año, un plan de adecuación de vías y 
espacios públicos, así como de accesibilidad al espacio 
público y a los bienes públicos de su circunscripción. En 

-
rios para avanzar progresivamente en la inclusión de las 
personas con discapacidad, establecer un presupuesto y 
un cronograma que, en no más de 10 años, permita avan-
zar en niveles de accesibilidad del 80% como mínimo. 

que deberán ser acatados en todas las obras públicas y 
privadas de la entidad pública a partir de su adopción. 

-
car y eliminar los obstáculos y para asegurar la accesibi-
lidad universal de todas las personas con discapacidad al 
ambiente construido, transporte, información y comuni-
cación, incluyendo las tecnologías de información y co-
municación y otros servicios, asegurando las condicio-
nes para que las personas con discapacidad puedan vivir 
independientemente. 

5. Dar efectivo cumplimiento a la normativa sobre ac-
cesibilidad en la construcción o adecuación de las obras 
que se ejecuten sobre el espacio público y privado, que 
presten servicios al público debiendo cumplir con los 
plazos señalados. 

6. Asegurar que todos los servicios de baños públicos 
sean accesibles para las personas con discapacidad. 

7. Todas las entidades públicas o privadas atenderán 
de manera prioritaria a las personas con discapacidad, en 

de servicio público o abierto al público. 
8. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, o 

quien haga sus veces, deberá establecer un mecanismo 
de control, vigilancia y sanción para que las alcaldías y 
curadurías garanticen que todas las licencias y construc-
ciones garanticen la accesibilidad de las personas con 
discapacidad. Así mismo, establecerá medidas de coor-
dinación interinstitucional para que las entidades terri-
toriales garanticen rutas y circuitos accesibles para las 
personas con discapacidad, articulados con los paraderos 
y demás sistemas de transporte local. 
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9. Las entidades de educación superior adecuarán sus 
campus o instalaciones para garantizar la accesibilidad 
de las personas con discapacidad. 

10. Los teatros, auditorios, cines y espacios culturales 
destinados para eventos públicos, adecuarán sus insta-
laciones para garantizar la accesibilidad de las personas 
con discapacidad. 

11. Dar efectivo cumplimiento a la normativa sobre 
accesibilidad en escenarios deportivos, recreativos y cul-
turales en la construcción o adecuación de las obras exis-
tentes o por realizar. 

Parágrafo. Las disposiciones del presente artículo se 
implementarán en concordancia con la Ley 1287 de 2009 
y las demás normas relacionadas con la accesibilidad de 
la población con discapacidad. 

Artículo 15. Derecho al transporte. Las personas con 
discapacidad tienen derecho al uso efectivo de todos los 
sistemas de transporte en concordancia con el artículo 9°, 
numeral 1, literal a) y el artículo 20, de la Ley 1346 de 
2009. Para garantizar el ejercicio efectivo de este dere-
cho, el Ministerio de Transporte, la Superintendencia de 
Puertos y Transporte, la Aeronáutica Civil y demás enti-
dades relacionadas deben adoptar las siguientes medidas: 

1. Asegurar que los sistemas de transporte integrado 
masivo cumplan, en su totalidad, desde la fase de diseño, 
con las normas de accesibilidad para las personas con 
discapacidad. 

2. La señalización de los aeropuertos, terminales de 

transporte masivo y espacios públicos, deberán contar 
con el uso de símbolos adecuados en el marco del diseño 
universal. Esta señalización debe estar acompañada de 
campañas cívicas de sensibilización y de difusión ade-

3. Las autoridades deberán adecuar las vías, aero-
puertos y terminales, para garantizar el ejercicio efectivo 
del derecho a la accesibilidad de las personas con disca-
pacidad, en un término no mayor a ocho (8) años. 

4. Los aeropuertos y las terminales de transporte ma-
rítimo y terrestre contarán con un servicio de guía y asis-
tencia a personas con discapacidad. 

5. Adaptar en los aeropuertos, terminales de trans-
porte y medios de transporte masivo, accesos, señales, 
mensajes auditivos y visuales para las personas con dis-
capacidad. 

6. Los vehículos que transporten una persona con 
discapacidad de manera habitual, estarán exentos de las 
restricciones de movilidad que establezcan los departa-
mentos y municipios (pico y placa), para lo cual el Mi-
nisterio de Transporte reglamentará dentro de los 6 me-
ses siguientes estas excepciones. 

7. El Estado, mediante las autoridades competentes, 
sancionará el incumplimiento de los plazos de adapta-
ción o de accesibilidad al transporte. 

Artículo 16. Derecho a la información y comunica-
ciones. Las personas con discapacidad tienen derecho al 
ejercicio efectivo del derecho a la información y a acce-
der a las comunicaciones en igualdad de condiciones, en 
concordancia con la Ley 1346 de 2009. Para garantizar 
el ejercicio total y efectivo del derecho a la información 
y comunicaciones, el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones y demás entidades 
competentes tendrán en cuenta las siguientes medidas: 

1. El Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones (TIC) adelantará un proyecto que 

programas para personas con discapacidad. 

2. Dar estricto cumplimiento a las normas vigentes 
sobre accesibilidad y acceso a la información en los me-
dios de comunicación debiendo cumplir con los plazos 
contemplados para efectuar las adecuaciones señaladas 
en ellas. 

3. Propiciar espacios en los canales de televisión es-
tatales, nacionales y regionales con programas que inclu-
yan la interpretación en Lenguaje de Señas Colombiana, 
y/o el closed caption, y/o con subtítulos. 

4. Desarrollar programas que faciliten el acceso a las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones de 
las personas con discapacidad, especialmente en las ins-
tituciones educativas. 

5. Promover estrategias de información, comunica-
ción y educación permanentes, para incidir en el cambio 
de imaginarios sociales e individuales acerca de las po-
tencialidades y capacidades de las personas con disca-
pacidad. 

6. Diseñar las estrategias de información y divulga-
ción accesibles para personas con discapacidad, el Mi-
nisterio de Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones (TIC) facilitarán los canales de divulgación 
mediante los medios de comunicación públicos y un lla-
mado de responsabilidad social a los medios privados. 

7. El Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones adelantará un programa de capacita-
ción en tecnologías de la información y las comunicacio-
nes para personas con discapacidad sensorial y con de-

comunicarse a través del lenguaje verbal. 
8. Los tecnocentros deben ser accesibles para todas 

las personas con discapacidad y en particular contarán 
con software especializado que garantice el acceso a la 
información, a las comunicaciones y a las tecnologías de 
la información y las comunicaciones, de las personas con 
discapacidad sensorial. 

9. El Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones adelantará un programa de capacita-
ción en tecnologías de la información y las comunicacio-
nes para personas con discapacidad sensorial. 

10. El Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones (TIC), y el programa Gobierno en 
Línea brindarán orientación para la accesibilidad a la in-
formación en la administración pública. 

11. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 

-
res de accesibilidad a todos los sitios web y a los medios 
y sistemas de información de los órganos, organismos y 
entidades estatales de todo orden, para que se garantice 
efectivamente el pleno acceso de las personas con disca-
pacidad sensorial a dichos sitios y sistemas y la informa-
ción que ellos contienen. 

Artículo 17. Derecho a la cultura. El Estado garan-
tizará el derecho a la cultura de las personas con dis-
capacidad, en concordancia con la Ley 1346 de 2009. 
Para garantizar el ejercicio total y efectivo del derecho 
a la cultura, el Ministerio de Cultura deberá velar por la 
inclusión de las personas con discapacidad a los servi-
cios culturales que se ofrecen a los demás ciudadanos, 
debiendo adoptar las siguientes medidas: 

1. Desde el ámbito nacional, departamental, distrital, 
municipal y local se debe garantizar el acceso a eventos 
y actividades culturales. 

2. Garantizar que las entidades culturales, los espa-
cios y monumentos culturales cumplan con las normas 
de acceso a la información y de comunicación, y accesi-
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bilidad ambiental y arquitectónica para la población con 
discapacidad. 

3. Ubicar a nivel nacional las entidades que realizan 
procesos de sensibilización, desarrollo e inclusión social, 
con la población con discapacidad. 

4. Fomentar y garantizar la visibilización de las ex-
presiones culturales propias de las personas con disca-
pacidad. 

5. Promover la implementación del enfoque diferen-
cial en el ejercicio efectivo de los Derechos de las perso-
nas con discapacidad. 

6. Crear campañas, proyectos y programas haciendo 
uso de las diversas expresiones artísticas y comunicati-
vas, a través de las cuales se evidencien las potenciali-
dades y destrezas que la población en situación de dis-
capacidad posee, involucrando los distintos medios de 
comunicación para su divulgación. 

7. Garantizar la participación de las personas con dis-
capacidad en el conjunto de actividades culturales que se 
realicen en todos los niveles de la administración públi-
ca, en los distintos municipios. 

8. El Ministerio de Cultura promoverá e implementa-
rá, en departamentos, distritos, municipios y localidades, 
la política de diversidad cultural que contempla acciones 
para el desarrollo de programas formativos, el desarro-
llo de metodologías y esquemas de inclusión pertinentes 
para las personas con discapacidad con ofertas adecua-
das a cada tipo de discapacidad y producción de mate-
riales, convocatorias y líneas de trabajo que reconozcan 
la discapacidad como una expresión de la diversidad y la 
diferencia. 

9. Garantizar la difusión y el ejercicio de los derechos 
culturales de la población con discapacidad. 

10. Garantizar que las entidades culturales que reali-
zan proyectos con población infantil y juvenil aporten al 
desarrollo cultural, la expresión y la inclusión social de 
la población con discapacidad. 

11. Asegurar que el plan nacional de lectura y biblio-
tecas, el plan nacional de música para la convivencia, el 
programa batuta y el plan nacional de cultura y convi-
vencia, entre otros, incluyan en sus procesos formativos 
a personas con alguna discapacidad y que evidencien ap-
titudes en alguna de las áreas pertinentes. 

12. Propiciar y fomentar el empleo de personas con 
discapacidad en museos, bibliotecas, y demás bienes de 
interés público. 

13. Garantizar la formación necesaria para que las 
personas con discapacidad puedan participar y realizar 

14. Asegurar que la Red Nacional de Bibliotecas sea 
accesible e incluyente para personas con discapacidad. 

15. Garantizar el derecho de las personas con disca-
pacidad al reconocimiento y el apoyo de su identidad 
cultural. 

16. Los departamentos, municipios y distritos deben 
garantizar el acceso de las personas con discapacidad a 
los recursos IVA de telefonía móvil. Del total de estos 
recursos deberán destinar mínimo un 3% para el fomen-
to, promoción y desarrollo del deporte, la recreación de 
deportistas con discapacidad, y los programas culturales 
y artísticos de gestores y creadores culturales con disca-
pacidad. 

Artículo 18. Derecho a la recreación y deporte. El Es-
tado garantizará el derecho a la participación en la vida 
cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el 
deporte de las personas con discapacidad, de conformi-
dad con el artículo 30 de la Ley 1346 de 2009. Para ga-

rantizar el ejercicio efectivo del derecho a la recreación 
y el deporte, el Ministerio de Cultura, Ministerio de Edu-
cación y Coldeportes junto con los actores del Sistema 
Nacional del Deporte (Comité Paralímpico y Olímpico 
Colombiano, federaciones, ligas paralímpicas, organiza-
ciones de y para personas con discapacidad, los Entes 
territoriales del deporte y la recreación), formularán e 
implementarán programas inclusivos y equitativos para 
las personas con discapacidad y los lineamientos para la 
práctica de educación física, recreación, actividad física 
y deporte para la población con discapacidad. Además, 
se fortalecerá el ámbito administrativo y técnico para lo 
cual adoptarán las siguientes medidas: 

1. Fortalecer el deporte de las personas con discapa-
cidad, incluyendo el deporte paralímpico, garantizando 
áreas de entrenamiento, juzgamiento, apoyo médico y 

del Sistema Nacional del Deporte. 
2. Fomentar la práctica del Deporte Social Comuni-

tario como un proceso de inclusión social encaminado a 
potencializar las capacidades y habilidades de acuerdo al 
ciclo vital de las personas con discapacidad. 

3. Apoyar actividades deportivas de calidad para las 
personas con discapacidad, sin exclusión alguna de los 
escenarios deportivos y recreativos en lo relacionado a 
la accesibilidad física, de información y comunicación. 

4. Suministrar el soporte para el desarrollo, impor-
tación o intercambio de implementos deportivos espe-

sobre las necesidades de las personas con discapacidad, 
en concordancia con las disciplinas deportivas y sin el 
cobro de los aranceles de importación. 

5. Garantizar la inclusión de las personas con dis-
capacidad en la recreación a través de la organización 

Único Nacional (RUN) avalado por Coldeportes Nacio-
nal. Inclusión en los currículos de los diferentes niveles 
de estudio sobre recreación en personas con discapaci-
dad y la acreditación de profesionales. 

6. Promover la actividad física de las personas con 
discapacidad a través de inclusión en los currículos de 
los diferentes niveles de estudio, sobre actividad física 
para esta población, con la acreditación de profesionales 
y generación de estudios complementarios con énfasis en 
actividad física, educación física adaptada o incluyente y 
deporte paralímpico. 

7. Efectuar las medidas necesarias que garanticen la 
recreación para las personas con discapacidad, en condi-
ciones de inclusión. 

8. Promover ajustes y abrir espacios de formación de-
portiva, en condiciones de igualdad y en entornos inclu-
sivos para personas con discapacidad. 

9. Los incentivos a los deportistas con discapacidad 
han de ser los mismos que para los deportistas conven-
cionales a nivel municipal, departamental y nacional. 
Esto implica un programa de deportista apoyado, incen-
tivo a medallistas nacionales e internacionales y apoyo 
a las futuras glorias del deporte de personas con disca-
pacidad. 

10. Motivar las organizaciones de discapacidad cog-
nitiva, sensorial y física, para que sean parte activa de la 
vida cultural, recreativa y deportiva. 

Artículo 19. Facilitación de las prácticas turísticas. 
El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, promo-
verá dentro del sector turístico la necesidad de adecuar la 
infraestructura turística para personas con discapacidad, 
de acuerdo con las normas mínimas legales vigentes, al 
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igual que la aplicación de tarifas diferenciales entre los 
empresarios para este grupo de la población colombia-
na. Así mismo, asegurará que los sistemas de calidad del 
sector turístico incluyan la variable de accesibilidad para 
las personas con discapacidad. 

Artículo 20. Derecho a la vivienda. El Estado garan-
tizará el derecho a la vivienda de las personas con disca-
pacidad, de acuerdo con el artículo 28 de la Ley 1346 de 
2009. Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho a 
la vivienda, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territo-
rio deberá garantizar el ejercicio efectivo del derecho a 
la vivienda digna de las personas con discapacidad, para 
lo cual adoptará las siguientes medidas: 

1. Todo plan de vivienda de interés social deberá 
respetar las normas de diseño universal que también ga-
rantice la accesibilidad a las áreas comunes y al espacio 
público. 

2. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio o 
quien haga sus veces, asignará subsidios de vivienda 
para las personas con discapacidad de los estratos 1, 2 y 
3, de manera prioritaria. 

3. El Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio im-
plementará en un plazo máximo de 1 año, los ajustes a 

-
cursos y a establecer los mecanismos necesarios para 
que del total de los subsidios de vivienda que se asignen, 
como mínimo un 5% sean subsidios especiales para ajus-
tes locativos a las viviendas y adquisición de vivienda 
nueva de las personas con discapacidad, con niveles de 
Sisbén 1, 2 y 3, atendiendo al enfoque diferencial y en 
concordancia del artículo 19 de la Ley 1346 de 2009. 

Artículo 21. Acceso a la justicia. El Estado garanti-
zará el acceso a la justicia de las personas con discapa-
cidad, en concordancia con el artículo 13 de la Ley 1346 
de 2009. Para garantizar el ejercicio efectivo de acceso 
a la justicia el Ministerio de Justicia y del Derecho, en 
alianza con el Ministerio Público, los organismos de con-
trol y la rama judicial, deberán garantizar el acceso de 
las personas con discapacidad en todos los programas de 
acceso a la Justicia. Para ello, adoptará entre otras, las 
siguientes medidas: 

1. El Ministerio de Justicia y del Derecho, y la rama 
judicial, deberá implementar programas de formación y 
gestión para la atención de casos de violación a los de-
rechos de las personas con discapacidad, que involucren 
a jueces, auxiliares de justicia, casas de justicia, centros 
de conciliación, comisarías de familia, personerías, entre 
otros. Así mismo implementará programas de formación 
orientados a la comprensión de la discapacidad y la for-
ma de garantizar la cabal atención y orientación a las per-
sonas con discapacidad, facilitando los servicios de apo-
yo requeridos para garantizar en igualdad de condiciones 
con las demás personas el acceso a la Justicia. 

2. El Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien 
haga sus veces, en alianza con el Ministerio Público y 
las comisarías de familia y el ICBF, deberán proponer 
e implementar ajustes y reformas al sistema de interdic-
ción judicial de manera que se desarrolle un sistema que 
favorezca el ejercicio de la capacidad jurídica y la toma 
de decisiones con apoyo de las personas con discapaci-
dad, conforme al artículo 12 de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones 
Unidas. 

3. El Gobierno Nacional desarrollará un proyecto de 
fortalecimiento y apoyo a las organizaciones de y para 
personas con discapacidad en todo el país, para dar a co-
nocer sus derechos y la forma de hacerlos efectivos. 

4. Las Instituciones de educación superior que cuen-
ten con facultades de derecho y consultorios jurídicos, 
deberán desarrollar programas de formación y apoyo al 
restablecimiento de derechos de las personas con disca-
pacidad. 

5. El Gobierno Nacional junto con las organizacio-
nes nacionales e internacionales, realizará campañas de 
respeto hacia las personas con discapacidad, otorgando 
espacios a autogestores que hablen de sus experiencias 
conforme a la Ley 1346 de 2009. 

CAPÍTULO II
De la participación ciudadana de personas con disca-

pacidad
Artículo 22. Participación en la vida política y públi-

ca. La participación en la gestión administrativa se ejer-
cerá por las personas con discapacidad y por sus organi-
zaciones en los términos de la Constitución Política, la 
Ley 134 de 1994 y demás normas que desarrolla el inciso 
segundo del artículo 103 de la Constitución Política, y 
los artículos 29 y 33, entre otros, de la Ley 1346 de 2009. 
Para el efecto, el Ministerio del Interior deberá dictar me-
didas que establezcan los requisitos que deban cumplirse 
para la creación y funcionamiento de las Organizaciones 
de personas con discapacidad que representen a las per-
sonas con discapacidad ante las instancias locales, nacio-
nales e internacionales, así como las medidas que deben 
adoptarse para su fortalecimiento y el aseguramiento de 
su sostenibilidad y de la garantía de su participación ple-
na y efectiva en la adopción de todas las decisiones que 
los afectan. 

Las alcaldías municipales y locales deberán imple-
mentar programas especiales de promoción de accio-
nes comunitarias, servicios de apoyo de la comunidad 
y de asistencia domiciliaria y residencial, que faciliten 
la integración, relación y participación de las personas 
con discapacidad con los demás ciudadanos, incluida la 
asistencia personal para facilitar la vida digna, evitando 
el aislamiento, garantizando el acceso y la participación 
según sus necesidades. 

Artículo 23. Control social. La población con dis-
capacidad y sus organizaciones ejercerán el derecho y 
el deber del control social a todo el proceso de la ges-
tión pública relacionada con las políticas, los planes, los 
programas, los proyectos y las acciones de atención a la 
población con discapacidad, o con enfoque diferencial 
en discapacidad. Para tal efecto, podrán constituir veedu-
rías ciudadanas en desarrollo de lo dispuesto por la Ley 
850 de 2003 y demás normas pertinentes, y adoptar otras 
modalidades de control social, que se traducirán en las 
siguientes actividades: 

1. El Gobierno Nacional, a través de sus Ministerios 
apoyará la promoción de estas veedurías y de sus redes, 
así como la formación de los veedores ciudadanos que 
las conforman. Las entidades que forman parte de la Red 
institucional de apoyo a las veedurías ciudadanas de que 
trata el artículo 22 de la Ley 850 de 2003, se vincularán 
de acuerdo a su competencia. 

2. Las personas con discapacidad y sus organizacio-
nes, participarán activamente en los eventos de rendición 
de cuentas que presenten las diferentes entidades vincu-
ladas a la política pública de discapacidad. 

3. El Gobierno Nacional, a través de sus ministerios, 
apoyará la promoción de veedurías por parte de los entes 
departamentales del deporte y la recreación. 

Artículo 24. Participación de las personas con disca-
pacidad y de sus organizaciones. Se garantizará la parti-
cipación de las personas con discapacidad y de sus orga-
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nizaciones, particularmente en los siguientes ámbitos y 
espacios propios del sector: 

1. En la formulación y ejecución de las políticas y 

Consejos de Cultura Nacional, Departamental, Distrital y 
Municipal, de acuerdo a lo establecido en la Ley General 
de Cultura. 

2. En todos los órganos o instituciones de discapa-
cidad. 

3. En la toma de decisiones, en los aspectos social, 
económico, ambiental, político, educativo, laboral y cul-
tural. 

4. En el diseño, implementación, seguimiento y vee-
duría de la política pública de discapacidad. 

5. En el seguimiento, monitoreo e implementación de 
la Convención Internacional sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad de Naciones Unidas y demás 

que estén relacionados con el tema y afecten al sector de 
la discapacidad. 

6. Las personas con discapacidad tendrán derecho a 
actuar por sí mismas, teniendo en cuenta sus capacida-
des, respetando la facultad en toma de decisiones con o 
sin apoyo. En caso contrario se les garantizará la asisten-
cia jurídica necesaria para ejercer su representación. 

7. Reconocer y visibilizar a la discapacidad psicoso-
cial y el Trastorno de Espectro Autista como discapaci-

internacionales. 
Artículo 25. Participación de las mujeres con disca-

pacidad. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
6° de la Ley 1346 de 2009, el Estado adoptará las si-
guientes medidas, para garantizar el ejercicio efectivo de 
todos los derechos de las mujeres con discapacidad: 

1. Elaborar y ejecutar acciones para la participación 
de la mujer con discapacidad. 

2. Velar para que la participación de la mujer con dis-
capacidad en los ámbitos nacionales, regionales y loca-
les. 

3. La Consejería de Equidad de la Mujer incorporará 
el enfoque diferencial de mujer y discapacidad en todos 
sus programas, promocionando la organización de las 
mujeres con discapacidad, de acuerdo a sus expectativas 
e intereses en todo el territorio nacional. 

4. Diseñar programas y proyectos de carácter nacio-
nal y de cooperación internacional para hacer efectivos 
los derechos de las mujeres con discapacidad, los cuales 
serán implementados con la participación activa de las 
mujeres con discapacidad en las organizaciones de las 
personas con discapacidad. 

5. Estudiar las condiciones que propician los actos 
violentos ejercidos contra las mujeres y niñas con dis-
capacidad, y hacer de conocimiento público la situación 
de niñas y mujeres con discapacidad en relación con la 
violencia de género. 

6. Realizar estudios encaminados a adoptar las medi-
das necesarias que eviten la discapacidad de mujeres y 
niñas por problemas de salud pública y en especial, por 
la violencia. 

7. Dar la atención debida, directa y personalizada a 
cada niña o mujer con discapacidad víctima de la vio-
lencia de género, mediante el trabajo coordinado de los 
servicios públicos, las organizaciones de mujeres y de 
la discapacidad, elaborando guías de defensa y atención 
psicosocial. 

Artículo 26. Evaluación de las medidas para garan-
tizar el ejercicio efectivo de los derechos de las personas 
con discapacidad. El Consejo Nacional de Discapacidad, 

-
vas, los ajustes razonables y la sanción a la discrimina-
ción, como mecanismos para garantizar el ejercicio efec-
tivo de los derechos de las personas con discapacidad. 

Esta evaluación se realizará para establecer si se han 
alcanzado los objetivos buscados con la aplicación de 

-
cación, y toma de decisiones sobre las acciones que se 
diseñen para mejorar sus condiciones de vida. Tal eva-
luación no suplirá el control y la evaluación que deben 
realizar los organismos de control del Estado colombiano 
competentes. 

TÍTULO V
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 27. Adición legislativa. La presente ley se 
adiciona a las demás normas que protegen los derechos 

el ejercicio efectivo de sus derechos, así como su exigi-
bilidad. 

Artículo 28. Publicidad. La presente ley deberá ser 
traducida en los diferentes sistemas de comunicación de 
las distintas discapacidades y deberá ser socializado a ni-
vel nacional, departamental, municipal y distrital, para 
que sea conocida por la población objetivo. El Consejo 
Nacional de Discapacidad y los Comités Territoriales de 
Discapacidad deberán apoyar la difusión y deberá parti-
cipar activamente en su divulgación. 

Artículo 29. Reglamentación de la ley. Los decretos 
reglamentarios de la presente ley deberán ser elaborados 
en un plazo máximo de dos años a partir de un proceso 
participativo, el cual será acordado con el Consejo Na-
cional de Discapacidad, con organizaciones y líderes del 
sector de discapacidad. 

Artículo 30. Promoción, protección y supervisión. 
Créase un mecanismo independiente para la promoción, 
protección y supervisión del ejercicio efectivo de los de-
rechos de las personas con discapacidad previstos en esta 
ley, así como de la aplicación de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones 
Unidas, que se constituya como el mecanismo responsa-
ble para todas las cuestiones relativas a estos derechos y 
a la Convención, incluyendo la coordinación para facili-
tar la adopción de medidas al respecto. 

1. Este mecanismo será de naturaleza y funciona-
miento independiente del Gobierno Nacional, así como 
de los gobiernos departamentales, distritales y munici-
pales estará integrado por las instituciones del Ministerio 
Público (Procuraduría General de la Nación y sus seccio-
nales, Defensoría del Pueblo, sus regionales y secciona-
les), organizaciones de personas con discapacidad en el 
ámbito nacional y territorial y la Contraloría General de 
la Nación, incluyendo las contralorías locales. 

2. Las universidades podrán participar en los meca-
nismos de interlocución y coordinación que se establez-
can para la operatividad de este mecanismo. 

3. El mecanismo contará con un presupuesto indepen-
diente de parte del Ministerio de justicia y el Derecho y 
establecerá su visión y funcionamiento, de acuerdo con lo 
establecido en este artículo y el artículo 33 de la Conven-
ción de los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

4. Las funciones del mecanismo deberán dar segui-
miento a las medidas de índole legislativa, administrativa 
y presupuestal, para aplicar la presente ley y la Conven-
ción de los derechos de las Personas con Discapacidad. 
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También debe este mecanismo preparar informes pe-
riódicos con un periodo mínimo de 6 meses y máxi-
mo de 2 años sobre la actuación del Gobierno para 
cumplir con las obligaciones de la Convención. 

5. En el período de 1 año contado a partir de la 
promulgación de esta ley, el Gobierno Nacional con 
la participación de las personas en situación de disca-
pacidad y sus organizaciones, preparará una evalua-
ción de impacto de las medidas adoptadas mediante 
esta ley en el goce efectivo de los derechos de las 
personas con discapacidad que deberá presentar ante 
el Congreso de la República y difundir de manera 
amplia. Los resultados de la evaluación serán inclui-
dos en el informe periódico que el Estado colombia-
no deba presentar ante el Comité de los Derechos de 
las Personas con Discapacidad. 

6. Corresponde al departamento Ministerio de Sa-
lud y Protección Social en coordinación con el Depar-
tamento Administrativo para la Prosperidad social o 
a quien haga sus veces, la coordinación para la adop-
ción de medidas por parte del gobierno, conforme a 
la Ley 1145 de 2007, que le atribuye el liderazgo del 
Sistema Nacional de Discapacidad. Así mismo, el 
Ministerio de Salud y Protección Social establecerá 
el enlace de los mecanismos gubernamentales con el 
mecanismo independiente de Promoción, Protección 
y Supervisión del ejercicio efectivo de los derechos 
de las personas con discapacidad previsto en esta ley, 
así como de la aplicación de la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad de 
Naciones Unidas. 

Artículo 31. Sanciones. La omisión a las obliga-
ciones impuestas por la presente ley por parte de los 

miembros de corporaciones de elección popular; los 
contratistas del Estado y los particulares que cum-
plan funciones públicas, del orden nacional, depar-
tamental y municipal, en el sector central y descen-
tralizado, y en cualquiera de las ramas del poder, se 
considerará falta grave en los términos del régimen 
disciplinario. 

Artículo 32. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su publicación, y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Repú-
blica,

Roy Leonardo Barreras Montealegre.
El Secretario General del honorable Senado de la 

República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Repre-
sentantes,

Augusto Posada Sánchez.
El Secretario General de la honorable Cámara de 

Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA  
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
En cumplimiento de lo dispuesto en la Sentencia 

C-765 de fecha 3 de octubre de dos mil doce (2012) 
– Radicación: PE-035, proferida por la honorable 
Corte Constitucional, se procede a la sanción del 
proyecto de Ley, la cual ordena la remisión del ex-
pediente al Congreso de la República, para continuar 
el trámite de rigor y posterior envío al Presidente de 
la República. 

Dada en Bogotá, D. C., a 27 de febrero de 2013.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
Mauricio Cárdenas Santamaría.

El Ministro de Salud y Protección, 
Alejandro Gaviria Uribe.

El Ministro del Trabajo, 
Rafael Pardo Rueda.

El Director del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social,

William Bruce Mac Master Rojas.

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  
DEBATE EN SEGUNDA VUELTA AL PROYECTO 
DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 116 DE 

2012 CÁMARA, 12 SENADO 
por el cual se modi ca el artículo  de la Consti-
tución Política para fortalecer la representación en 
el Congreso de la República de los colombianos re-

sidentes en el exterior.
Bogotá, D. C., de marzo de 2013
Doctor
GUSTAVO HERNÁN PUENTES DÍAZ
Presidente 
Comisión Primera de la honorable Cámara de 

Representantes
Ciudad
Asunto: Radicación en Secretaría de la Comisión 

Primera de la Cámara de Representantes del Informe 
de Ponencia para Primer Debate en Segunda Vuelta 
del Proyecto de Acto Legislativo 116 de 2012 Cá-

mara, 12 Senado, por el cual se modi ca el artículo 
 de la Constitución Política para fortalecer la re-

presentación en el Congreso de la República de los 
colombianos residentes en el exterior. 

Respetado señor Presidente: 
En concordancia con el reglamento del Congre-

so, particularmente con los artículos 139 y 140 de la 
Ley 5ª de 1992, nos permitimos radicar este Informe 
de Ponencia del 

, por el cual se 
modi ca el artículo  de la Constitución Política 
para fortalecer la representación en el Congreso de 
la República de los colombianos residentes en el ex-
terior, en la Secretaría de la Comisión Primera de la 
Cámara de Representantes.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I. Antecedentes, objeto y contenido del proyec-

La Asamblea Constituyente de 1991 estableció en 
el artículo 176 que los miembros de la Cámara de 
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Representantes se elegirían en circunscripciones te-
rritoriales, equivalentes a los departamentos y al Dis-
trito Capital de Bogotá, y en una circunscripción 

-
bianos residentes en el extranjero, su participación 
en esa corporación pública. Mediante esta circuns-
cripción especial podrían elegirse hasta cinco (5) 
Representantes. 

Sobre la composición del Congreso de la Repú-
blica y lo relativo a la representatividad como obje-
tivo básico para consolidar un modelo democrático, 
encontramos lo publicado en la Gaceta Constitucio-
nal número 54, páginas 13 y 14: 

“(…) Composición de las Cámaras: Si la morfo-
logía del Congreso no re uiere cambios signi cati-
vos, la composición de las Cámaras lo exige a n de 
garantizar la representación de aquellos grupos so-
ciales actualmente ausentes del órgano, (…) La otra 
de ciencia del sistema de composición del órgano 
legislativo que debe ser solucionada es la relativa a 
la representación de los componentes minoritarios 
de la nacionalidad, (…)”.

En posteriores reformas se estableció la circuns-
cripción internacional, mediante la cual se elegiría 
un Representante a la Cámara por parte de los co-
lombianos residentes en el exterior. 

Esta iniciativa consiste básicamente en elevar la 
representatividad de los colombianos residentes en 
el exterior, pasando de una a dos curules en la Cá-
mara de Representantes, 

 El punto de partida es 
respetar la decisión del Constituyente de 1991, como 
quiera que previó un número de hasta cinco (5) cu-
rules para las circunscripciones especiales, es decir, 
las relacionadas con los grupos étnicos, las minorías 
políticas, y los colombianos residentes en el exterior.

En la actualidad, los grupos étnicos se diferencian 
entre las comunidades indígenas y las negritudes. 
Las primeras se recogen en la circunscripción espe-
cial para los indígenas, que actualmente tiene un Re-
presentante a la Cámara. 

que en total poseen tres (3) curules en el Congreso 

-
ra de Representantes.

La Ley 649 de 2001 reglamentó las circunscrip-
ciones especiales. En su artículo 4° desarrolló el 
tema de las minorías políticas para que alcanzaren 
una curul en la Cámara de Representantes. Y, en con-
travía de lo esperado, en las tres elecciones al Con-
greso que se han dado desde entonces (2002, 2006 
y 2010) esta curul no ha podido ser ocupada perma-
nentemente ya que las condiciones que se piden para 
ello no han sido cumplidas por ningún movimiento o 
partido que se haya considerado como minoría polí-
tica (ni en el 2002, ni tampoco en el 2010).

La conclusión cierta es que el concepto de mi-
norías políticas ya cuenta con representación en el 
Congreso de la República, en virtud de su esfuerzo y 
mérito. Tal es el caso del Polo Democrático, el Movi-
miento de Renovación Absoluta (MIRA) y el Partido 
de Integración Nacional (PIN).

-

 entre 
otras cosas porque ellos constituyen una inmensa mi-
noría política, y en la actualidad padecen de una in-
mensa sub-representación, toda vez que son más de 
cuatro millones. Además, esa población de colom-
bianos residentes en otros países tiene una tremenda 
importancia para la economía del país. No nos cabe 
duda de que se debe ampliar la representación que 
dichos compatriotas tienen en el Congreso de la Re-
pública, otorgándole a la Circunscripción Especial 
Internacional dos (2) curules. De lo contrario, resulta 
difícil vincular esos millones de compatriotas a los 
procesos democráticos del país.

Se pretende, entonces, con este proyecto, contri-
buir a la materialización de los valores y principios 
constitucionales de la democracia participativa, el 
pluralismo y la igualdad, porque solo podrá hablarse 
de una verdadera democracia, representativa y partici-
pativa en Colombia, en la medida en que las diversas 
fuerzas que conforman la sociedad, incluidos los gru-
pos sociales minoritarios, como son los colombianos 
residentes en el exterior, participen en la adopción de 
las decisiones que les conciernen a todos. 

El Congreso de la República es la institución que 
mejor canaliza la voluntad popular, y su función pri-
maria consiste en promover los principios de la re-
presentatividad y la legitimidad para fortalecimiento 
de la democracia. 

La propuesta se puede apreciar en el siguiente 
cuadro comparativo: 

-

TEXTO  
CONSTITUCIONAL

TEXTO PROPUESTO 
EN PROYECTO 

Representantes se elegirá en 
circunscripciones territoria-
les, circunscripciones espe-
ciales y una circunscripción 
internacional. 
Habrá dos representantes 
por cada circunscripción ter-
ritorial y uno más por cada 
365.000 habitantes o frac-
ción mayor de 182.500 que 
tengan en exceso sobre los 
primeros 365.000. 
Para la elección de Repre-
sentantes a la Cámara, cada 
departamento y el Distrito 
Capital de Bogotá confor-
marán una circunscripción 
territorial. 
La ley podrá establecer una 
circunscripción especial para 
asegurar la participación en 
la Cámara de Representantes 
de los grupos étnicos y de las 
minorías políticas. 
Mediante esta circunscrip-
ción se podrán elegir hasta 
cuatro representantes. 

Artículo 1°. El artículo 176 
de la Constitución quedará 
así:
 Artículo 176. La Cámara de 
Representantes se elegirá en 
circunscripciones territoria-
les y circunscripciones espe-
ciales. 

Habrá dos representantes 
por cada circunscripción te-
rritorial y uno más por cada 
365.000 habitantes o frac-
ción mayor de 182.500 que 
tengan en exceso sobre los 
primeros 365.000. 
Para la elección de Repre-
sentantes a la Cámara, cada 
departamento y el Distrito 
Capital de Bogotá confor-
marán una circunscripción 
territorial. 
Las circunscripciones es-
peciales asegurarán la par-
ticipación en la Cámara de 
Representantes de los gru-
pos étnicos y los colombia-
nos residentes en el exterior. 
Mediante estas circunscrip-
ciones se elegirán cinco (5) 
representantes, distribuidos 
así: dos (2) por la circuns-
cripción de las comunidades
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TEXTO  
CONSTITUCIONAL

TEXTO PROPUESTO 
EN PROYECTO 

Para los colombianos resi-
dentes en el exterior existirá 
una circunscripción interna-
cional mediante la cual se 
elegirá un Representante a 

. En ella solo se 
contabilizarán los votos de-
positados fuera del territorio 
nacional por ciudadanos res-
identes en el exterior. 
Parágrafo 1º. A partir de 
2014, la base para la asig-
nación de las curules adicio-
nales se ajustará en la misma 
proporción del crecimiento 
de la población nacional, 
de acuerdo con lo que de-
termine el censo. Le corre-
sponderá a la organización 
electoral ajustar la cifra para 
la asignación de curules. 
Parágrafo 2º. Si como resul-
tado de la aplicación de la 
fórmula contenida en el pre-
sente artículo, una circun-
scripción territorial pierde 
una o más curules, manten-
drá las mismas que le corre-
spondieron a 20 de julio de 
2002. 
Parágrafo Transitorio. El 
Congreso de la República 
reglamentará la circunscrip-
ción internacional a más 
tardar el 15 de diciembre de 
2005, caso contrario, lo hará 
el Gobierno Nacional dentro 
de los quince (15) días sigui-
entes a esa fecha; incluirá 
entre otros temas: inscrip-
ción de candidatos, inscrip-
ción de ciudadanos habilita-
dos para votar en el exterior, 
mecanismos para promover 
la participación y realización 
del escrutinio de votos a 
través de los Consulados y 

-
itas al exterior por parte del 

afro-descendientes, uno (1) 
por la circunscripción de las 
comunidades indígenas, y 
dos (2) por la circunscrip-
ción internacional. En esta 
última, solo se contabiliza-
rán los votos depositados 
fuera del territorio nacional 
por ciudadanos residentes en 
el exterior. 
Parágrafo 1°. A partir de 
2014, la base para la asigna-
ción de las curules adiciona-
les se ajustará en la misma 
proporción del crecimiento 
de la población nacional, de 
acuerdo con lo que determi-
ne el censo. Le corresponde-
rá a la organización electoral 
ajustar la cifra para la asig-
nación de curules. 
Parágrafo 2°. Si como re-
sultado de la aplicación de 
la fórmula contenida en el 
presente artículo, una cir-
cunscripción territorial pier-
de una o más curules, man-
tendrá las mismas que le 
correspondían a 20 de julio 
de 2002. 
Parágrafo Transitorio. El 
Congreso de la República 
reglamentará la Circunscrip-
ción Internacional a más 
tardar el 16 de diciembre 
de 2013; de lo contrario, lo 
hará el Gobierno nacion-
al dentro de los treinta (30) 
días siguientes a esa fecha. 
En dicha reglamentación se 
incluirán, entre otros temas, 
la inscripción de candidatos, 
y la inscripción de ciudada-
nos habilitados para votar en 
el exterior, los mecanismos 
para promover la partici-
pación y realización del es-
crutinio de votos a través de 

-
ciación estatal para los de-
splazamientos al exterior por 
parte de los Representantes 

Artículo 2°. El presente acto 
legislativo rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Las siguientes razones amparan la propuesta:
a) El amplio número de connacionales que han 

establecido su morada en el exterior sobrepasa los 
cuatro millones y medio de compatriotas. De acuer-
do con nuestra Constitución, tienen derechos y de-
beres. 

b) Materializa los conceptos constitucionales de 
democracia participativa, pluralismo, e igualdad. 
Son conceptos fundamentales del constitucionalis-
mo colombiano.

c) Legitima el sistema representativo que debe 

que conforman la sociedad colombiana. Los colom-

bianos residentes en el exterior equivalen al 9% de 
la población total del país, es decir, tienen una gran 

-
presentados.

d) Los colombianos residentes en el exterior con-
tribuyen en gran medida con la economía del país a 
través de las remesas. 

e) Consolida a Colombia como una sociedad 
transnacional, esto es, una sociedad cuyas estructuras 
ideológicas, económicas, políticas y socioculturales 
transcienden los límites de su frontera territorial. 

trata, de dar mayor representación a una franja de 
población muy importante, la de los colombianos re-
sidentes en el exterior, y de hacer efectivo el derecho 
a la representación política. 

III. Consideraciones sobre el proyecto  

El presente proyecto de acto legislativo tiene por 
objeto ampliar la representación que en el Congreso 
de la República tiene la Circunscripción Internacio-
nal, pasando de una (1) a dos (2) curules en la Cáma-
ra de Representantes. 

Hace ya casi veinte (20) años, cuando se promul-
gó la nueva Constitución, nuestra democracia afortu-
nadamente se amplió, dándoles participación a sec-
tores minoritarios importantísimos que hacen parte 
de la colombianidad, como las negritudes y los indí-
genas. Por aquel entonces, muy poco conocimiento 
había de la Diáspora Nacional, de los millones de 
compatriotas residentes en el extranjero, y la mayor 
conquista fue el otorgamiento de la doble naciona-
lidad, algo que hace rato muchos otros Estados ha-

nuestros connacionales en el exterior, tanto por su 
-

moquiera que las remesas se aproximan a los cinco 
(5) mil millones de dólares anuales. 

El Derecho Constitucional Comparado, por otra 
parte, ya sea considerando naciones europeas o lati-
noamericanas, ofrece instrumentos valiosísimos que 
refuerzan el planteamiento central de este proyecto.

Bajo este marco, 
residentes en el exterior tengan dos (2) Repre-

 
Se pretende adaptar a las actuales circunstancias los 
conceptos de circunscripciones electorales plasma-
dos en la Constitución Nacional. 

La Constitución ha previsto tres circunscripciones 
nacionales especiales: la circunscripción especial de 
las comunidades indígenas, adscrita al Senado; la 
circunscripción especial de los grupos étnicos, ads-
crita a la Cámara de Representantes; y la circunscrip-
ción especial de las minorías políticas, también ads-
crita a la Cámara de Representantes. 

Representantes. 
Este proyecto de acto legislativo busca trasladar 

la curul de las minorías políticas, que solo se ha ejer-
cido una vez, a la circunscripción especial extraterri-
torial, permitiendo la elección de dos (2) Represen-
tantes por los colombianos residentes en el exterior. 
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2. La Circunscripción Especial Internacional
En el primigenio artículo 176 aprobado por la 

Asamblea Nacional Constituyente de 1991 se esta-
bleció que los miembros de la Cámara de Represen-
tantes se elegirían en circunscripciones territoriales, 
equivalentes a los departamentos y al Distrito Ca-
pital de Bogotá, y en una circunscripción especial, 

étnicos, las minorías políticas, y los colombianos 
residentes en el extranjero, su participación en esa 
corporación pública. Mediante esta circunscrip-
ción especial podrían elegirse hasta cinco (5) Re-
presentantes. 

En el año 2000, el Congreso de la República apro-
bó el

, por la cual se 
reglamentó el artículo  de la Constitución Polí-
tica de Colombia. Los artículos 5° y 9° se referían 
a la elección del Representante a la Cámara por los 
colombianos en el exterior, quien debería contar con 
una residencia mínima de cinco (5) años continuos 
en el extranjero y con el aval de un partido o movi-
miento político debidamente reconocido por el Con-
sejo Nacional Electoral. Solamente votarían en dicha 
elección los ciudadanos colombianos registrados en 
los consulados o embajadas de Colombia acredita-
dos en diferentes países del mundo. Los candidatos 
a la Cámara de Representantes de los colombianos 
residentes en el exterior aparecerían en una tarjeta 
electoral de circulación exclusiva en los consulados 
y embajadas de Colombia en el exterior. 

Este proyecto de ley estatutaria fue remitido a la 
Corte Constitucional para el examen previo de cons-
titucionalidad de que trata el ordinal 8 del artículo 
241 de la Constitución. En la Sentencia C-169 de 
2001, la Corte decidió, entre otras cosas, declarar la 
inconstitucionalidad del segundo inciso y el parágra-
fo del artículo 5º, y del inciso 2° del artículo 9°. En 
la sentencia se manifestó que la Constitución había 
determinado que la circunscripción especial era una 
circunscripción nacional y que ello hacía inadmisible 
que solamente pudieran votar por el representante de 
los colombianos en el exterior aquellos nacionales 
que sufragaran en las embajadas o consulados co-
lombianos acreditados ante Estados extranjeros. Sin 

desvirtuaba el alcance que quiso el constituyente de 
1991 frente a la posibilidad de participación de las 
denominadas minorías y conjuntos poblacionales es-
peciales. Prueba de ello es que en la primera elección 
de esta circunscripción se eligió a alguien que no re-
presentó a este conjunto poblacional. Los detalles de 
este controvertido fallo que desvirtuó el espíritu del 
Constituyente y limitó la participación democrática 
de los colombianos residentes en el exterior se en-
cuentran en el Anexo No. 1. 

Como consecuencia de dicho fallo, el Congreso 

para diferenciar la circunscripción internacional de 
las llamadas circunscripciones especiales naciona-
les para la Cámara de Representantes, y establecer 
que en la circunscripción internacional solamente 
podrían sufragar los colombianos residentes en el 
exterior. Esa reforma se consolidó con el Acto Le-
gislativo número 02 de 2005, que también estableció 
que la reforma entraría en vigencia a partir de las 
elecciones a realizarse en el año 2006. Igualmente, 

se determinó que el Congreso de la República regla-
mentaría la circunscripción internacional a más tar-
dar el día 16 de diciembre de 2005 y que, en caso de 
no hacerlo, el Gobierno asumiría esa función. 

En el mismo año 2005, el Congreso de la Repúbli-
ca aprobó una segunda reforma del artículo 176 de la 

base del número de habitantes requerido para la elec-
ción de un representante a la Cámara por las circuns-
cripciones territoriales. La nueva reforma, el Acto 
Legislativo número 03 de 2005, promulgada el 29 de 

Congreso para que reglamentara la Circunscripción 
Internacional antes del 15 de diciembre, toda vez que 
dispuso que, en su defecto, dicha reglamentación la 
haría el Gobierno Nacional en los quince (15) días 
subsiguientes.

En síntesis, de este recuento de cambios realiza-
dos al artículo 176 de la Constitución, deriva el texto 
actual según el cual se reconoce la Circunscripción 
Internacional, mediante la cual se puede elegir a un 
(1) Representante a la Cámara. Se reitera que sola-
mente se contabilizarían los votos depositados fuera 
del territorio nacional por ciudadanos residentes en 
el exterior. 

Durante muchos años, el papel del Estado colom-
biano frente a sus connacionales en el exterior se li-
mitaba a los trámites consulares, a visitar los presos 

con la Carta Política de 1991 se plantearon algunos 
lineamientos para proteger al migrante colombiano. 

Una forma de incentivar la participación y aus-
piciar el sentido de pertenencia de los colombianos 
residentes en el exterior, es dándoles la oportunidad 
de que tengan mayor representatividad en el órga-
no legislativo del poder público. El hecho de pasar 
de un (1) Representante a dos (2), mejora su partici-
pación y les da una mayor representatividad. Cum-
plidos veinte (20) años de haber sido promulgada la 

representatividad de los colombianos residentes en 
el Exterior. 

En primer lugar, la última gran migración de co-
lombianos, ocurrida durante la década de los noventa 
del siglo pasado, nos colocó como una nación con 
presencia de sus ciudadanos ya no solo en los países 
fronterizos de Venezuela y Ecuador, sino también, en 
los Estados Unidos de América, España, Costa Rica, 
y Panamá, entre otros. 

Pueden mencionarse distintas causas para expli-
car dicha migración, pero la mayoría de las investi-
gaciones coincide en que la inseguridad que caracte-
rizó varios quinquenios, y la falta de oportunidades 
laborales y profesionales, son las principales. Los 
países de destino preferidos son aquellos en los cua-
les el colombiano cree encontrar posibilidades de un 
mejor futuro para sí y para su familia. Es por ello que 
decide trasladar su residencia a un país extranjero. 
Sin embargo, nuestros migrantes no rompen sus vín-
culos afectivos, económicos, familiares y culturales 
con la patria. 

Los estudios sobre el número de connacionales 
que habitan en el extranjero no coinciden. Algunos 
hablan de 4.5 millones de compatriotas y hasta más, 
al paso que otros concluyen que hay alrededor de 4 
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millones. Según el DANE, cuyas cifras son más con-
servadoras y, por lo mismo llamadas a revisión, hay 
en el exterior 3.331.000 colombianos, de los cuales 
el 37,7% se encuentra en Norteamérica; el 26% en 
Centro y Suramérica; y, aproximadamente el 23% 
estaría disperso por el resto del mundo. 

A través de su historia, Colombia nunca había 
tenido un volumen tan alto de hijos viviendo en el 
exterior. Las difíciles circunstancias sociales y eco-
nómicas, en especial la violencia y la consecuente 
ola de inseguridad durante ciertos períodos, así como 

-
table, han acelerado esta emigración.

Este proyecto busca llevar a la práctica los con-
ceptos constitucionales de democracia participativa, 
pluralismo e igualdad. 

La participación es un elemento de importancia 
estructural para el ordenamiento constitucional co-
lombiano. El Preámbulo y los artículos 1° y 2° de la 
Carta, la establecen como uno de los principios fun-
dantes del Estado colombiano y, simultáneamente, 

debe orientar su actividad; por tanto, cualquier me-
dida destinada a fortalecer la participación cuenta, a 
priori -
cional. 

En los regímenes democráticos, uno de los mo-
mentos más sobresalientes es el de la conformación, 
a través de los mecanismos electorales, de las insti-
tuciones que canalizan la voluntad popular, particu-
larmente el Congreso de la República. Todo ciudada-
no está llamado a ejercer su derecho fundamental a 
participar en la conformación, ejercicio y control del 
poder político, consagrado por el artículo 40 de la 
Carta. La democratización del Estado y de la socie-
dad se encuentra ligada a un esfuerzo progresivo de 
construcción histórica, durante el cual es indispensa-
ble que la esfera de lo público esté abierta al recono-
cimiento constante de nuevos actores sociales. Los 
colombianos residentes en el exterior representan un 
sector de esos nuevos actores de la dinámica econó-
mica y política. 

-
formación los distintos segmentos que hacen parte 
de la sociedad. Los colombianos residentes en el ex-
terior equivalen al 9% de la población total del país. 
Una representatividad que guarde concordancia con 
las cifras de población legitima las corporaciones 
públicas, como el Congreso de la República. De lo 
contrario, se vulnera el principio de igualdad. Los 
compatriotas residentes en el exterior son parte del 

-
ca, merecen estar mejor representados.

b) Las consecuencias de la transnacionaliza-
ción de la política

El Estado colombiano no había contemplado la 
implementación de políticas integrales dirigidas al 
grueso de la población nacional residente en el ex-
tranjero. Las diferentes administraciones habían 
implementado de manera esporádica, programas 
dirigidos a la repatriación de colombianos altamen-

“retorno de cerebros 
fugados” durante la administración Betancur. Pero 
para el resto de los residentes en el exterior, los go-

biernos no tenían más que patrióticos mensajes de 
lealtad nacionalista. 

Los colombianos residentes en el extranjero ha-
bían tenido derecho al voto desde 1958 únicamente 
para las elecciones presidenciales. No obstante su 
potencial político, el voto en el exterior no había pa-
sado de ser una herramienta política marginal, cuyo 

del sistema electoral como del político. Ya se ha in-
dicado cómo en los años 90, se inició un proceso de 
transformación que contempló a los ciudadanos resi-
dentes en el extranjero. La reforma más importante 
fue la aprobación de la doble nacionalidad por parte 
de la Asamblea Constituyente de 1991; esta reforma 
fue en parte el resultado de la acción política trans-
nacional llevada a cabo por decenas de asociaciones 
de colombianos residentes en el exterior. 

Solamente hasta el año de 1998 los colombianos 
residentes en el exterior pudieron ejercer su voto en 
las elecciones para Senado de la República. Fue el 
mecanismo práctico que dio forma legal al poder 
extraterritorial de los emigrantes sobre el devenir 
político de sus regiones de origen. Desde entonces 
ha aumentado la participación de los colombianos 
residentes en el exterior en las diferentes contiendas 
electorales.

Hace más de diez años, los expertos estimaban 
que la emigración alcanzaría a afectar a uno de cada 
diez hogares en el país. La población colombiana re-
sidente en el extranjero se ha convertido en un actor 
transnacional muy importante para el país. Su im-
portancia radica no solo en su cantidad, sino tam-
bién en su creciente contribución a las sociedades, 
tanto colombiana como a la receptora de la migra-
ción, principalmente por estar inmersos todos en un 
mundo dominado por discursos de globalización e 
interdependencia político-económica.

En la actualidad, los cuatro millones y medio de 
colombianos están representados por un solo Con-
gresista, miembro de la Cámara de Representantes. 
Aunque defendemos con vehemencia la representa-
ción de algunos departamentos, tales como Amazo-
nas, Putumayo, Vaupés, Guainía, Vichada, Guavia-
re y Casanare, conviene advertir que hay una clara 
desigualdad entre la representación que tienen los 
habitantes de dichas entidades territoriales, dado que 
son departamentos cuya población está alrededor 
de los doscientos mil habitantes y cuentan con dos 
(2) congresistas, y la representación de los colom-
bianos residentes en el exterior, que es apenas de un 
(1) congresista. En otras palabras, hay una violación 

estos cuatro millones de compatriotas que viven fue-
ra del país. Por otra parte, se viola el principio a la 
igualdad consagrado en el artículo 13 de la Consti-
tución que, en sentido político, está estrechamente 
vinculado al principio de la representatividad. 

subrepresentación de los connacionales que residen 
en el exterior, se refuerza más todavía al analizar su 
valor económico. Es cierto que si nuestros emigran-
tes rompiesen sus lazos con el país, con ellos desapa-
recería una importante fuente de divisas, crucial para 
mantener el nivel de consumo e importación corrien-
tes, y se desvanecería el subsidio social representado 
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en sus contribuciones familiares. Las remesas per-
-

gran soporte económico para el país. 
Según una investigación realizada recientemente 

por el Banco Mundial, las remesas de los colombia-
nos que residen en el exterior han tenido una ten-
dencia constante al aumento. 

-

Para 2009, en razón de la crisis económica 
mundial, presentaron una caída del 14,4%, al quedar 
en 4.145 millones de dólares. (12) 

La OIM señala que las remesas representan el 
22,2% de las exportaciones de bienes. El promedio 
de remesa familiar proveniente de los Estados Uni-
dos alcanza los US$400 dólares. Se estima que el 
54% de los que reciben remesas en Colombia tienen 
algún familiar en Estados Unidos, el 22% en España, 
el 9% en otros países de la Unión Europea, el 9% 
en otras naciones de América Latina, principalmente 
Venezuela, Ecuador y Costa Rica, y el 6% en Cana-
dá, Australia y otros países. 

Las remesas se han convertido en algunas regio-
nes, como el Valle, el eje cafetero y Antioquia, en 
una extraordinaria contribución social, dado que sir-
ven para pagar la escolaridad, los servicios, el arrien-
do o el mercado. Son un complemento fundamental 
para superar el bajo ingreso de numerosos núcleos 
familiares. Y no es que les sobre el dinero a esos 
colombianos que viven en el exterior. Esos dineros, 
fruto de su esfuerzo, de trabajar en promedio muchas 
más horas semanales que el nacional del país recep-
tor, también muestran el gran ingrediente de la so-
lidaridad familiar y social, valor importantísimo de 
cualquier sociedad. ¿Por

subrepresentados?

la integración de los connacionales residentes en 
el exterior es una necesidad. Colombia se ha con-
vertido en una sociedad transnacional dado que sus 
estructuras económicas, políticas y socioculturales 
transcienden los límites de su frontera territorial. Sin 
duda, un primer paso es darles a esos compatriotas 
una mayor representatividad congresal. 

d) Cifras electorales
En la primera elección del representante de los 

colombianos en el exterior realizada en las eleccio-
nes del año 2002 quedó seriamente cuestionada la 

-
te a la aplicabilidad del fallo proferido por la Cor-
te Constitucional (C-169 de 2001) que posibilitaba 
ejercer el derecho al voto a todos los colombianos 
habilitados para votar y no solamente a los inscri-
tos en los consulados y embajadas de Colombia en 
el exterior; alterándose de esta manera la votación 
por la circunscripción especial. Sin duda, ese error 
de la Corte Constitucional desvirtuó la naturaleza de 
la circunscripción internacional. Era tanto como si 
para escoger a los dos representantes de las negri-
tudes se hubiese permitido votar a todos los ciuda-
danos colombianos y no solamente a las negritudes. 
Con esa incongruencia, los resultados electorales en 

2002 otorgaron al candidato ganador la curul en la 
Cámara de Representantes por los colombianos en el 
exterior. Hacemos notar que tuvo más votos en Co-
lombia que en el Exterior. 

De un potencial de 94.296 ciudadanos habilita-
dos, solo hubo 39.983 válidos, lo que indica que el 
porcentaje de participación fue del 42.40%. Y el re-
presentante del Partido Liberal obtuvo 8.777 votos, 
de los cuales 2.473 fueron votos de colombianos re-
sidentes en el exterior y 6.304 en Colombia. Así, solo 
el 20.81% de los votos que otorgaron la curul al re-
presentante elegido fueron sufragados por la pobla-
ción especial a la que supuestamente debía represen-
tar; el restante 79.19% de los votos fueron emitidos 
en Colombia. A su vez, esos 2.473 votos registrados 
fuera del país en su favor apenas representaron el 
6.56% del potencial de votación en el exterior.

En la segunda ocasión, las elecciones realizadas 
en el año 2006 se contabilizaron únicamente los vo-
tos emitidos en el exterior. Los resultados fueron los 
siguientes: los votos válidos llegaron a 37.176, de los 
cuales el candidato elegido obtuvo 9.319.

En las pasadas elecciones, las parlamentarias de 
2010, hubo gran abstención. El comportamiento 
electoral del Exterior fue el siguiente: el total de vo-
tos fue de 40.000, lo cual indica una participación 
del 10% sobre un potencial de 409.000 potenciales 
electores, debidamente registrados. Los votos váli-
dos fueron apenas 36.696. La lista ganadora, corres-
pondiente al Partido de la ‘U’, obtuvo 11.442. El se-
gundo lugar, con 8.200 votos fue para el Movimiento 
Independiente de Renovación Absoluta, MIRA. 

Muchas son las razones por las cuales los colom-
bianos en el exterior no participan en política. Entre 
ellas, generalmente se mencionan la poca cobertura 

-
tad que existe no solo para registrarse sino también 
para votar. Los viajes y traslados resultan onerosos. 
Restringir en el tiempo, a dos o tres semanas el pro-
ceso de inscripción, como ocurrió en las últimas 
elecciones parlamentarias, siguiendo el calendario 
colombiano, es un absurdo. Los consulados debie-
ran estar abiertos en todo tiempo para incentivar el 
registro o empadronamiento electoral. Y la elección 
debiera superar las ocho horas tradicionales, otor-
gando un período completo de una semana para que 
el votante, distante en la geografía, tenga verdadera 
opción, fuera de que también debería implementarse 
el voto por correo. Por supuesto, hay otras razones, 
como la ausencia de cultura política o el desconoci-
miento de las posibilidades de decisión y represen-
tación. 

En el Derecho Constitucional Comparado encon-
tramos naciones que consagran la representación de 
sus connacionales residentes en el exterior en sus 
congresos o asambleas. Baste tomar dos naciones 
europeas desarrolladas, Italia y Francia, y dos nacio-
nes latinoamericanas, Ecuador y República Domini-
cana, para comprender la fuerza de esos ciudadanos 
que residen en el exterior. Estas medidas buscan for-
talecer el vínculo cultural y político de los emigran-
tes con su nación de origen, facilitándoles una digna 
representación congresal. En los cuatro casos escogi-
dos se observa una mayor representación que la con-
templada constitucionalmente en Colombia para los 
connacionales residentes en el exterior. 
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1. Italia
En Italia desde el año 2001 una vez aprobada la 

Ley 459 de 2001, denominada Ley Tremaglia, los 
ciudadanos que residen en el exterior pueden sufra-
gar en las elecciones italianas y europeas, así como 
en los referéndums abrogativos o constitucionales 
a través de correo. El requisito para el ejercicio del 
voto en el exterior es la inscripción en el Registro de 
los italianos en el exterior. Se pueden elegir hasta 

-
lianos en el exterior. 

Los ciudadanos inscritos reciben sus papeletas 
electorales en su domicilio con dieciocho días de an-

-
ciones; por lo tanto tendrán que sufragar, sellar y en-

-
lares competentes, las que luego las remiten a Roma. 

Los representantes de los italianos en el exterior 
deben ser ciudadanos italianos residentes en una 
de las cuatro circunscripciones instituidas (Europa; 
América Meridional; América Septentrional y Cen-
tral; y Asia, África, Oceanía y Antártida). 

2. Francia
Los franceses residentes en el exterior pueden su-

fragar en las elecciones para escoger los miembros 
de la Asamblea francesa en el exterior, así como para 
Presidente de la República y para los referéndums. 
Además, 
quienes hacen las veces de sus representantes en el 

los registros consulares en el exterior. La Asamblea 

la representación de los 2.100.000 expatriados fran-
ceses en el mundo.

En las elecciones de ese órgano, los franceses 
en el exterior podrán sufragar a través de correo o 
personalmente en las Juntas electorales establecidas 

referéndums y la elección del Presidente de la Repú-
blica francesa, es admitido el voto por poder. 

3. Ecuador
En Ecuador se promulgó una ley orgánica en sep-

tiembre de 2002 que posibilita el sufragio de ciuda-
danos ecuatorianos en el exterior. No obstante, los 
ciudadanos ecuatorianos residentes en el exterior so-
lamente pudieron votar hasta el 2006 para elegir al 
Presidente de la República. Sucesivamente, pudieron 
participar en los referéndums de 2007 y 2008; -

-
 

Conforme a las leyes, los ecuatorianos que resi-
den en el extranjero pueden libremente y sin ningu-
na obligación ejercer el derecho a voto, para lo cual 

Registro de Electores proporcionados por el Tribunal 
Supremo Electoral a las Embajadas y Consulados del 

Se considerarán legalmente registrados los ecua-
torianos que, dentro de los plazos establecidos, se 
encuentren debidamente inscritos en los libros de 
Registro de Electores que cierran la inscripción de 
ecuatorianos domiciliados en el exterior, seis meses 
antes del día del proceso eleccionario.

El voto se podrá ejercer en las sedes diplomáti-
cas, en las establecidas Juntas Receptoras de Voto, 

ecuatorianos registrados en el Padrón Electoral del 
-

torianos domiciliados en países extranjeros deberán 

circunscripción territorial e inscribirse.

La Constitución vigente consagra en su artículo 
81 que los ciudadanos dominicanos residentes en el 
exterior podrán elegir siete diputados que los re-
presenten en su Asamblea Nacional o Congreso. Esta 
reforma del año 2010, posibilita la escogencia de es-
tos diputados por primera vez para la elección parla-
mentaria de 2012. Le corresponde a la Junta Central 

mundo donde existan importantes núcleos de domi-
nicanos para implementar su votación. 

IV. Constitucionalidad:
Se trata de un proyecto de acto legislativo, cuya 

iniciativa corresponde al Congreso de la República, 
de manera que formalmente este proyecto es confor-
me con la Constitución.

Ya sobre el fondo, el proyecto plantea una refor-
ma constitucional puntual, no integral, ni cambio de 

de la Cámara de Representantes, de manera que, 
también desde este punto de vista, el proyecto tiene 
sustento.

Con esta reforma, como quedó dicho, se materia-
lizan los principios constitucionales de democracia 
participativa, pluralismo e igualdad, ya que su efec-
tividad se da en la medida en que las diversas fuerzas 
que integran la sociedad, incluyendo los grupos so-
ciales minoritarios, participen en la adopción de las 
decisiones que les interesan.

V. Proposición
Con fundamento en las anteriores consideracio-

social, así como de orden constitucional compara-
do, solicitamos a los honorables Representantes de 
la Comisión Primera de la Cámara de Representan-
tes aprobar en primer debate en Segunda Vuelta el 
presente 

 reformato-
rio de la Constitución, como una manera de garanti-
zar derechos a nuestros compatriotas residentes en 
el exterior. 

De los honorables Congresistas,
Jaime Buenahora Febres

Ponente
TEXTO DEL PROYECTO DE ACTO  

LEGISLATIVO NÚMERO 116 DE 2012  
CÁMARA

por el cual se modi ca el artículo  de la Cons-
titución Política, para fortalecer la representación 
en el Congreso de la República de los colombianos 

residentes en el exterior.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 176 de la Constitución 

quedará así:
Artículo 176. La Cámara de Representantes se 

elegirá en circunscripciones territoriales y circuns-
cripciones especiales. 
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Habrá dos representantes por cada circunscrip-
ción territorial y uno más por cada 365.000 habitan-
tes o fracción mayor de 182.500 que tengan en exce-
so sobre los primeros 365.000. 

Para la elección de Representantes a la Cámara, 
cada departamento y el Distrito Capital de Bogotá 
conformarán una circunscripción territorial. 

Las circunscripciones especiales asegurarán la 
participación en la Cámara de Representantes de los 
grupos étnicos y los colombianos residentes en el ex-
terior. Mediante estas circunscripciones se elegirán 
cinco (5) representantes, distribuidos así: dos (2) por 
la circunscripción de las comunidades afrodescen-
dientes, uno (1) por la circunscripción de las comu-
nidades indígenas, y dos (2) por la circunscripción 
internacional. En esta última, solo se contabilizarán 
los votos depositados fuera del territorio nacional 
por ciudadanos residentes en el exterior. 

Parágrafo 1°. A partir de 2014, la base para la 
asignación de las curules adicionales se ajustará en 
la misma proporción del crecimiento de la población 
nacional, de acuerdo con lo que determine el censo. 
Le corresponderá a la organización electoral ajustar 
la cifra para la asignación de curules. 

Parágrafo 2°. Si como resultado de la aplicación 
de la fórmula contenida en el presente artículo, una 
circunscripción territorial pierde una o más curules, 
mantendrá las mismas que le correspondían a 20 de 
julio de 2002. 

Parágrafo Transitorio. El Congreso de la Repú-
blica reglamentará la circunscripción internacional a 
más tardar el 16 de diciembre de 2013; de lo contra-
rio, lo hará el Gobierno nacional dentro de los treinta 

(30) días siguientes a esa fecha. En dicha reglamen-
tación se incluirán, entre otros temas, la inscripción 
de candidatos, y la inscripción de ciudadanos habili-
tados para votar en el exterior, los mecanismos para 
promover la participación y realización del escruti-
nio de votos a través de los Consulados y Embajadas, 

parte de los Representantes elegidos.
Artículo 2°. El presente acto legislativo rige a par-

el parágrafo 6° del artículo 176 de la Constitución 
Política. De los honorables Congresistas,

Jaime Buenahora Febres,
Ponente.
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